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RESEÑAS DE DOCTRINA ADMINISTRATIVA
Y JURISPRUDENCIA 

En el presente número de la revista,

dentro de esta sección, se muestra un  resu-

men de las contestaciones a consultas tribu-

tarias y de las resoluciones de reclamaciones

económico administrativas, principalmente

las dictadas en materia de Régimen Eco-

nómico y Fiscal de Canarias, tanto en el

ámbito estatal como autonómico, y que

resultan más significativas a juicio de los

diversos colaboradores de la sección.

La sección se estructura en los siguien-

tes apartados:

A) Consulta de los tributos del REF (I.

IGIC; II. AIEM; III. Incentivos fisca-

les contenidos en la Ley 19/1994)

evacuadas por la Dirección General

de Tributos de la Consejería de

Economía y Hacienda. 

B) Consultas evacuadas por la Di-

rección General de Tributos del Mi-

nisterio de Hacienda, relativas a los

beneficios fiscales del REF que afec-

tan al Impuesto sobre Sociedades,

al IRPF y al IRNR.

C) Resumen de resoluciones del Tri-

bunal Económico Administrativo

Regional de Canarias y del Tribunal

Económico Administrativo Central

relativas a los tributos cuya gestión

corresponde a la Comunidad Autó-

noma (tributos derivados del REF y

tributos cedidos).

D) Resumen de resoluciones del Tri-

bunal Económico Administrativo Re-

gional de Canarias y del Tribunal

Económico Administrativo Central

relativas a los beneficios fiscales del

REF que afecten al impuesto sobre

Sociedades y al IRPF.

E) Reseñas jurisprudenciales de las

sentencias relativas al Régimen Eco-

nómico y Fiscal de Canarias.



I. IMPUESTO GENERAL INDIRECTO

CANARIO (IGIC)

A) Hecho imponible

Palabra clave: transmisión patrimonio em-

presarial

“La aplicación de la no sujeción del

artículo 9.1º.a) de la Ley 20/1991 no exige

para su aplicación la  transmisión universal

de la totalidad de los bienes y derechos que

constituyen el patrimonio empresarial o

profesional del transmitente, sino única-

mente la de la totalidad del patrimonio

empresarial o profesional localizado en Ca-

narias.” (Contestación vinculante de fecha

08/10/08).

B) Localización. Establecimiento per-

manente

Palabra clave: concepto establecimiento

permanente

“El párrafo primero del artículo 17.1.2º

de la Ley 20/1991 (…) define con bastante

claridad las dos notas o requisitos que con-

figuran la existencia en el IGIC de un esta-

blecimiento permanente. En primer lugar, se

exige que el empresario o profesional tenga

en el archipiélago un «lugar fijo de nego-

cios» donde desarrolle la actividad empresa-

rial. Esta exigencia de la Ley conlleva la

necesidad de que el sujeto disponga en las

islas de un mínimo de organización de los

medios productivos con los que lleva a cabo

sus operaciones con un carácter de perma-

nencia. Y en segundo lugar, tiene que exis-

tir también una cierta estabilidad o perma-

nencia en la propia organización de los

medios productivos, ya que sólo puede cali-

ficarse como establecimiento permanente

aquel que comporte una consistencia esta-

ble de los medios productivos necesarios

para la realización en las islas de las opera-

ciones empresariales.

Estas dos notas permiten, a juicio de

esta Dirección General, diferenciar con toda

nitidez el concepto del IGIC de estableci-

miento permanente del de sucursal. El esta-

blecimiento permanente es una noción pro-

pia de este Impuesto, y por tanto,
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autónoma respecto de las calificaciones que

tienen las «instalaciones» de las personas y

sociedades no residentes en otras ramas del

Derecho. Por su parte, el concepto de sucur-

sal es una categoría del Derecho Mercantil,

y como tal, aparece definida en el artículo

295 del Reglamento de Registro Mercantil:

«se entenderá por sucursal todo estableci-

miento secundario dotado de representación

permanente y de cierta autonomía de ges-

tión, a través del cual se desarrollen, total o

parcialmente, las actividades de la socie-

dad». De ahí que las sucursales -en cuanto

constituyen unas instalaciones fijas en la

que se desarrollan con habitualidad las acti-

vidades de una entidad- sean siempre esta-

blecimientos permanentes, a efectos del

IGIC; sin embargo, no todo establecimiento

permanente (por ejemplo, una oficina sin

autonomía de gestión) es una sucursal.

Interesa precisar, no obstante, que la legis-

lación del Registro Mercantil exige incluso

dos requisitos a las sucursales, la represen-

tación permanente y cierta autonomía de

gestión, que la Ley 20/1991 no requiere

para que exista un establecimiento perma-

nente a efectos del IGIC. Este Impuesto sólo

exige que el empresario o profesional tenga

en las islas una mínima organización estable

de los medios productivos para la realización

de las operaciones empresariales.

En el presente caso, está claro que la

entidad consultante desarrolla de un modo

continuado y permanente en el archipiélago

una actividad empresarial sujeta al IGIC, de

acuerdo con la regla de localización del artí-

culo 17.2.5º.A).j) de la Ley 20/1991. Pero el

problema que plantea la consulta no es este,

sino el de si la sociedad tiene en el archipié-

lago una mínima organización estable de los

medios productivos, que permita conside-

rarla establecida a efectos de este Im-

puesto. 

(…)

Pues bien, el que la sociedad no tenga

empleados o locales en la Comunidad

Autónoma de Canarias, no significa que no

disponga de un «lugar fijo de negocios» en

el archipiélago, ya que lo determinante para

la existencia de un establecimiento perma-

nente es que la sociedad tenga en las islas,

como ya se ha explicado, una organización

estable de los medios productivos. Y, a jui-

cio de este Centro Directivo, esta organiza-

ción la tiene la entidad. Según explica la

misma consulta, «la sociedad desarrolla una

actividad económica y asume los riesgos

inherentes a la misma, llevando a cabo una

la labor de prospección del negocio y acor-

dando las condiciones económicas y jurídi-

cas de la cesión con los clientes», y «sub-

contratando a empresas establecidas en

Canarias para que presten los servicios de

instalación, mantenimiento, reparación y

asistencia técnica a sus clientes establecidos

en el Archipiélago». Lo cual implica –así se

infiere de estos hechos- que la sociedad

tiene una mínima organización en el archi-

piélago con la que lleva a cabo todos esos

acuerdos de cesión con sus clientes y de

subcontratación con otras empresas para

que les presten a sus clientes los servicios

de instalación, mantenimiento, reparación y

asistencia técnica. Además, esta organiza-

ción, según dice también la consulta, no

tiene un carácter ocasional o pasajera, sino

que tiene una estabilidad y continuidad, ya
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que la realiza –son palabras textuales- «con

vocación de permanencia en el archipiéla-

go». Lo cual nos permite considerar que la

sociedad, a efectos del IGIC, está estableci-

da en Canarias y que las operaciones reali-

zadas hay que entenderlas localizadas en

este establecimiento.” (Contestación vincu-

lante de fecha 24/09/2008)

Palabra clave: Servicios de “renting”

“En la prestación de servicios de

alquiler de vehículos sin conductor en régi-

men de “renting” es de aplicación la regla

general de localización de las prestaciones

de servicio en el IGIC, es decir, la operación

se localizará en función de donde se

encuentre ubicado el prestador del servi-

cio. Por tanto, al prestarse el servicio por

un empresario con sede social en la

Península y sin establecimiento permanen-

te en Canarias, dicha operación está no

sujeta al IGIC, aunque los vehículos se

encuentren en Canarias.” (Contestación

vinculante de fecha 05/09/2008).

C) Exenciones en operaciones interio-

res 

Palabra clave: guardería

“El artículo 10.1 de la Ley 20/1991

enumera una serie de operaciones interiores

exentas de IGIC, entre ellas, en los aparta-

dos 9º y 10º, se encuentran las siguientes:

“9º Las prestaciones de servicios rela-

tivas a la educación de la infancia o de la

juventud, a la enseñanza en todos los nive-

les y grados del sistema educativo, a las

escuelas de idiomas y a la formación o al

reciclaje profesional, realizadas por centros

docentes, así como los servicios de alimen-

tación, alojamiento o transporte accesorios

de los anteriores prestados directamente

por los mencionados centros, con medios

propios o ajenos.

10º Las clases a título particular sobre

materias incluidas en los planes de estudios

de cualesquiera de los niveles y grados del

sistema educativo, impartidas fuera de los

centros docentes y con independencia de los

mismos.”

El Real Decreto 2538/1994, de 29 de

diciembre, por el que se dictan normas de

desarrollo relativas al Impuesto General

Indirecto Canario y al Arbitrio sobre la

Producción e Importación en las islas Ca-

narias, creados por la Ley 20/1991, de 7 de

Junio (en adelante, Real Decreto 2538/

1994), en relación a la exención del aparta-

do 10.1.9º de la Ley 20/1991, anteriormen-

te transcrito, añade las siguientes precisio-

nes:

Artículo 11.1.9º del Real Decreto

2538/1994 (centros docentes):

“(…) A efectos de lo dispuesto en el

párrafo anterior se consideran centros

docentes: Los comprendidos en el ámbito de

aplicación de las Leyes Orgánicas 11/1983,

de 25 de agosto, de Reforma Universitaria y

8/1985, de 3 de julio, reguladora del De-

recho a la Educación. 

La exención no se extiende a los servi-

cios de alimentación, alojamiento o trans-
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porte prestados por otros empresarios a

Centros docentes o por su cuenta.”

Respecto a la definición de centros

docentes, debe entenderse que las referen-

cias que en el artículo 11.1.9º del Real

Decreto 2538/1994, se hacen a Ley Orgá-

nica 11/1983 de 25 de agosto, de Reforma

Universitaria y a la Ley Orgánica 8/1985, de

3 de julio, reguladora del Derecho a la

Educación, deben entenderse hechas a las

Leyes Orgánicas 6/2001, de 21 de diciem-

bre, de Universidades y 2/2006, de 3 de

mayo, de Educación (Título IV), con el requi-

sito de que los mencionados centros docen-

tes se encuentren registrados en el Registro

Especial de Centros Docentes de la

Comunidad Autónoma de Canarias.

Respecto a la posibilidad de aplicar la

exención del IGIC prevista en el artículo

10.1.10º de la Ley 20/1991, se hace refe-

rencia expresa a servicios de “guardia y cus-

todia de niños” y no de servicios de educa-

ción infantil en los términos del Capítulo I

del Título I de la Ley Orgánica 2/2006, de 3

de mayo, de Educación, recogidos en una

propuesta pedagógica y regulados por la

correspondiente Administración Educativa a

que se refieren los números 2 y 7 del artícu-

lo 14 de la citada Ley Orgánica . La edad de

los niños a los que se extiende el concepto

de educación infantil alcanza hasta los 6

años de edad, es decir, se corresponde con

los dos ciclos a que se refiere el artículo 14.1

de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo,

de Educación. De desarrollar una actividad

de enseñanza, la atención educativa debería

corresponder al profesorado de educación

infantil a que se refiere el artículo 92.1 y las

propuestas pedagógicas a las que se refiere

el apartado 2 del artículo 14 en los términos

previstos en el artículo 15.4 de la citada Ley

Orgánica, si bien todo ello debe interpretar-

se bajo la perspectiva del calendario de apli-

cación de la nueva ordenación del sistema

educativo que se establece en el Real

Decreto 806/2006, de 30 de junio. En con-

secuencia, no es posible equiparar el con-

cepto de clases particulares a que se refiere

el artículo 10.1.10 de la Ley 20/1991 res-

pecto a materias incluidas en cualesquiera

de los planes de estudio del sistema educa-

tivo a sujetos pasivos del IGIC cuya activi-

dad se limita a la guardia y custodia de

niños hasta los seis años de edad y no a una

actividad de educación infantil reconocida

administrativamente.

En definitiva, es criterio vinculante

de esta Dirección General de Tributos que

se encuentran sujetas y no exentas de

IGIC las prestaciones de servicios de

guardia y custodia de niños realizadas por

una guardería que no tiene la considera-

ción de centro docente ni se encuentra

inscrita en el Registro Especial de Centros

Docentes de la Comunidad Autónoma de

Canarias.” (Contestación vinculante de

fecha 11/09/08).

D) Tipos impositivos

Palabra clave: rehabilitación parque

“Es de aplicación el tipo general del 5

por 100 del IGIC en la ejecución de obra

denominada “Reacondicionamiento espacio

público Plaza Barrio de La Candelaria”, adju-

dicada por un Ayuntamiento radicado en
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Tenerife, al no tener la consideración de eje-

cución de obra de equipamiento comunitario

a efectos del IGIC las que consistan en la

conservación, mantenimiento, reforma, re-

habilitación, ampliación o mejora de par-

ques públicos.”(Contestación vinculante de

fecha 04/12/2008).

Palabra clave: equipamiento comunitario

“Tres son los requisitos que la Ley

exige para la aplicación del tipo de grava-

men cero a estas operaciones:

1º) Que el contrato de ejecución de

obra sea formalizado directamente entre el

promotor y el contratista.

2º) Que el contrato de ejecución de

obra tenga por objeto la construcción o

rehabilitación de una obra.

3º) Que la obra resultante pueda califi-

carse como obra de equipamiento comunitario.

Empecemos el análisis del primer

requisito. Ha de señalarse, para comenzar,

que el beneficio fiscal que supone la aplica-

ción de un tipo de gravamen cero exige que

la ejecución de obra – la recepción de la

obra en términos de la Ley de Contratos de

las Administraciones Públicas o Ley de orde-

nación de la edificación en sus respectivos

ámbitos- se realice a favor de la Adminis-

tración Pública, entendida como la Admi-

nistración capacitada para ser titular de un

bien público de carácter demanial. 

El artículo 27.1.1º f) de la Ley 20/

1991, al referirse a “las ejecuciones de obra,

con o sin aportación de materiales,” sujetas

a tipo cero, no hace distinción entre el tipo

de operaciones a que se refiere, por tanto,

en un principio, afectará a las ejecuciones

de obra tanto sean consideradas como

entrega de bienes o prestación de servicios,

por lo que también se cumple el segundo

requisito citado. 

Por último, y con independencia de los

requisitos anteriormente expuestos, debe

analizarse la definición de equipamiento

comunitario en el ámbito del IGIC. De este

modo, se considera equipamiento comunita-

rio, a efectos del IGIC, entre otros, los edi-

ficios públicos de carácter demanial.

Desde el punto de vista teórico, lo fun-

damental de este tipo de bienes no es tanto

su definición como su concreto régimen jurí-

dico, el cual se ha construido, en nuestro

Derecho, a partir de  los elementos determi-

nantes de la titularidad (pertenecer a una

Administración Pública), afectación (a un

uso o servicio público) y régimen jurídico

especial (inalienabilidad, inembargabilidad e

imprescriptibilidad). El bien de dominio

público es, dice la Sentencia del Tribunal

Constitucional 227/1988, de 29 de noviem-

bre, res extra commercium, y su afectación,

que tiene esa eficacia esencial, puede perse-

guir distintos fines, típicamente, asegurar el

uso público y su distribución pública

mediante concesión de los aprovechamien-

tos privativos, permitir la prestación de un

servicio público, fomentar la riqueza nacio-

nal (artículo 339 del Código Civil), garanti-

zar la gestión y utilización de un recurso

esencial, u otros similares.
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La Ley Orgánica 6/2001, de 21 de

diciembre, de Universidades dedica su Título

XI al Régimen económico y financiero de las

Universidades Públicas, resultando de espe-

cial relevancia a efectos de la resolución de

la presente consulta tributaria vinculante lo

establecido en su artículo 80 respecto al

Patrimonio de la Universidad, disponiendo el

número 2 del citado artículo que “las

Universidades asumen la titularidad de los

bienes de dominio público afectos al cumpli-

miento de sus funciones…”, añadiendo el

número 3 que “La administración y disposi-

ción de los bienes de dominio público, así

como de los patrimoniales se ajustará a las

normas generales que rijan en esta mate-

ria…”. Conforme establece el artículo 1 del

Decreto 89/2004, de 6 de julio, por el que

se aprueban los Estatutos de la Universidad

de La Laguna, dicha institución es de natu-

raleza pública, sujeta, entre otras obligacio-

nes, a la de inventariar su patrimonio (artí-

culo 229.1 del citado Decreto 89/2004).

No corresponde a esta Dirección

General determinar la naturaleza demanial

o no de los bienes a los que se refiere la

consulta, sin perjuicio de poder presumir

que, dado que se manifiesta que el uso pre-

visto del edificio va a ser la de centro

docente universitario destinado a ubicar a

la Facultad de Bellas Artes de la Universidad

de La Laguna, este tendrá la calificación de

demanial. Si tenemos en cuenta la impera-

tividad en el reconocimiento expreso del

régimen de los bienes y derechos de titula-

ridad pública, que, entre otros extremos,

exige su inventariabilidad, este pronuncia-

miento de la Dirección General resulta, ade-

más, innecesario. 

Conforme a las fotocopias de la memo-

ria descriptiva del Proyecto de Obra aporta-

da por el consultante, la obra consiste en

una nueva construcción de un edificio desti-

nado a albergar a la Facultad de Bellas Artes

de la Universidad de La Laguna. Se trata,

por tanto, de un edificio en los términos del

artículo 5.5.a) de la Ley 20/1991 y puede

presumirse su carácter demanial de acuerdo

a su destino previsto.

En consecuencia, es doctrina vincu-

lante de esta Dirección General de Tributos,

que es de aplicación el tipo cero del IGIC a

que se refiere el artículo 27.1.1º.f) de la

Ley 20/1991 a la ejecución de obra de

“Construcción del nuevo edificio de la

Facultad de Bellas Artes de la Universidad

de La Laguna”, consecuencia de un contra-

to directamente formalizado entre un

Universidad pública y la sociedad consul-

tante, siempre y cuando la citada Univer-

sidad pública, promotora de la construc-

ción, proceda al reconocimiento del edificio

resultante de la ejecución de obra como

demanial en el correspondiente inventario

de bienes.”  (Contestación vinculante de

fecha 18/12/2008).

Palabra clave: equipamiento comunitario

“Respecto al supuesto concreto de eje-

cución de obra planteada por el consultante,

dos son los requisitos que no se verifican

para que pudiera ser de aplicación el bene-

ficio fiscal que supone la aplicación del tipo

impositivo cero del IGIC. En primer lugar, no

parece tratarse de una ejecución de obra de

construcción o rehabilitación, sino de una

mejora de una obra ya existente. En segun-
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do lugar, es criterio reiterado de esta

Administración Tributaria que no correspon-

de la calificación de equipamiento comunita-

rio a aquellas ejecuciones de obra (asumido

que se tratara de obras de construcción o

rehabilitación) que consistan en instalacio-

nes deportivas, como ocurre con una pisci-

na básica polivalente en los términos plante-

ados en el escrito de consulta, al no incluirse

dicho tipo de instalaciones entre los distintos

supuestos enumerados en el 27.1.1º f) de la

Ley 20/1991.

(…)

En consecuencia, es doctrina vinculan-

te de esta Administración Tributaria Canaria

que es de aplicación el tipo impositivo gene-

ral del 5 por 100 del IGIC en la ejecución de

obra contratada por un Cabildo Insular

resultante del “Proyecto Modificado de la

piscina tipo 2. Piscina básica polivalente de

remodelación, en el término municipal de

—(continuación de obras)” (Contestación

vinculante de fecha 12/09/2008).

Palabra clave: equipamiento comunitario

“El artículo 106.1 de la Ley 30/2007

clasifica las diferentes obras, a los efectos

de la elaboración de los proyectos, en los

grupos siguientes:

a) Obras de primer establecimiento,

reforma o gran reparación.

b) Obras de reparación simple, restau-

ración o rehabilitación.                              

c) Obras de conservación y manteni-

miento.

d) Obras de demolición.

El número 2 del citado artículo define

las denominadas obras de primer estableci-

miento como “las que dan lugar a la crea-

ción de un bien inmueble.” Si nos atenemos

al marco cronológico en que debe de desen-

volverse la ejecución del contrato de obras,

su inicio se produce con el acta de compro-

bación de replanteo (artículo 212 de la Ley

30/2007) y su terminación con la recepción

de las obras a su terminación, sin perjuicio

de la posibilidad de la recepción parcial de

aquellas partes de la obra susceptibles de

ser ejecutadas por fases que puedan ser

entregadas al uso público, según lo estable-

cido en el contrato o cuando, por razones de

“excepcional interés público debidamente

motivadas en el expediente” el órgano de

contratación acuerde la ocupación efectiva

de las obras o su puesta en servicio para el

uso público, aún sin el cumplimiento del

acto formal de recepción (artículo 218,

números 1, 5 y 6 de la Ley 30/2007). 

Destacar que, en principio, la legisla-

ción prevé que la obra se ejecutará en una

única fase, si bien, con la debida justifica-

ción, se admite el fraccionamiento cuando

las partes sean susceptibles de utilización o

aprovechamiento separado y constituyan

una unidad funcional, o así lo exija la natu-

raleza del contrato. También se admite la

contratación separada de prestaciones dife-

renciadas dirigidas a integrarse en una obra,

cuando dichas prestaciones gocen de una

sustantividad propia que permita una ejecu-

ción separada, por tener que ser realizadas

por empresas que cuenten con una determi-

nada habilitación. Añadir a los supuestos

anteriores aquellos que surjan por causas

sobrevenidas, que obliguen a una nueva
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contratación para la continuación o finaliza-

ción de las obras.

Extrapolando el anterior marco crono-

lógico de ejecución de obra pública al con-

cepto de ejecución de obra de construcción

a que se refiere el artículo 27.1.1º.f) del

IGIC respecto a las ejecuciones de obra de

construcción de edificios demaniales (obra

de primer establecimiento), el tipo cero del

IGIC se aplicaría en la ejecución de obra de

construcción del Edificio de Formación y

Congresos desde las primeras certificacio-

nes de obra presentadas por el contratista,

una vez formalizada el acta de comproba-

ción de replanteo e iniciada la obra hasta el

momento de la recepción, de la recepción

parcial o de su ocupación efectiva o puesta

en servicio, pues las actuaciones que se rea-

licen desde dicho instante deben de califi-

carse como mejoras, mantenimiento, con-

servación, adaptación o cualquier alcance

similar, ajenas ya al proceso constructivo, y

sobre las que ya no sería de aplicación el

tipo impositivo cero del IGIC. Tal y como se

ha manifestado con anterioridad, el contra-

to de construcción de obra de primer esta-

blecimiento tiene carácter único, y los

supuestos de fraccionamiento, en principio,

deberían responder a la existencia de unida-

des susceptibles de utilización o aprovecha-

miento separado y que constituyan una uni-

dad funcional, si bien se admite que también

se produzca el fraccionamiento cuando así lo

exija la naturaleza del contrato.

Volviendo al supuesto que nos ocupa,

la Administración pública consultante mani-

fiesta que ha ejecutado la obra de construc-

ción del Edificio de Formación y Congresos

en dos fases, asumiendo que el resultado

material de la obra es un edificio público de

carácter demanial, por lo que, conforme al

marco normativo en que se desarrolla la

contratación pública, cada una de las fases

dará lugar a inmuebles susceptibles de utili-

zación o aprovechamiento separado y cons-

tituye una unidad funcional, cuestión que no

debería entorpecer su consideración de edi-

ficio demanial y, por tanto, la aplicación del

tipo impositivo cero del IGIC.

No obstante, las obras objeto de con-

sulta se fundamentan como necesarias para

la adaptación a las exigencias básicas del

CTE y para la incorporación de todos los pro-

yectos de instalaciones, equipamiento de

salas, accesos, jardinería, etc. Tal y como se

ha manifestado con anterioridad, el CTE se

aplica a las obras de edificación de nueva

construcción, si bien igualmente se aplicará

a las obras de ampliación, modificación,

reforma o rehabilitación que se realicen en

edificios existentes. En otras palabras, las

normas propias del CTE han debido de estar

presentes en el proyecto y ejecución de las

dos fases de la construcción (obra de primer

establecimiento) del Edificio de Formación y

Congresos, sin perjuicio de que, con poste-

rioridad, se apliquen con ocasión de obras

de ampliación, modificación, reforma o

rehabilitación que se realicen en el mismo

edificio, es decir, que una ejecución de obra

recoja las directrices del CTE no significa

necesariamente que se efectúe con ocasión

de la primera construcción de una edifica-

ción. Añadir que el consultante manifiesta

que las obras (que no especifica que se rea-

licen en un contrato único) abarcan también

el equipamiento de salas, accesos, jardine-

ría, etc.
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En definitiva, es criterio de esta

Administración Tributaria Canaria que es de

aplicación del tipo impositivo cero del IGIC a

que se refiere el artículo 27.1.1º.f) de la Ley

20/1991 en las ejecuciones de obra de cons-

trucción de un Edificio de Formación y

Congresos objeto de un contrato formaliza-

do directamente entre un Cabildo Insular y

el adjudicatario, ejecutado en dos fases sus-

ceptibles de utilización o aprovechamiento

separado y que constituyen independiente-

mente una unidad funcional, clasificada

como obra de primera establecimiento en

los términos a que se refiere el artículo

106.1.a) de la Ley 30/2007, de 30 de octu-

bre, de Contratos del Sector Público, por

tratarse de una obra de construcción de un

edificio demanial.

Por el contrario, no se aplicará el cita-

do tipo impositivo cero del IGIC en las eje-

cuciones de obra posteriores a la recepción,

de la recepción parcial,  ocupación efectiva o

puesta en servicio de la obra de primera

construcción del citado Edificio de Formación

y Congresos, tales como las que consistan

en la adaptación posterior al Código Técnico

de Edificación,  ajardinado, equipamiento del

edificio, accesos, etc.” (Contestación vincu-

lante de fecha 20/10/2008).

Palabra clave: rehabilitación

“Primero.- Es de aplicación el tipo cero

del IGIC en las ejecuciones de obra que ten-

gan por objeto la construcción o rehabilita-

ción de viviendas calificadas administrativa-

mente tanto como de protección oficial de

régimen especial como de régimen general,

al tratarse de contratos directamente forma-

lizados entre el consultante, organismo

autónomo de esta Comunidad Autónoma de

Canarias, y el contratista. En el supuesto de

ejecuciones de obra de rehabilitación de

vivienda protegida, deberá tratarse de

actuaciones dirigidas a la reconstrucción

mediante la consolidación y el tratamiento

de las estructuras, fachadas o cubiertas y

otras análogas siempre que el coste global

de las operaciones de rehabilitación exceda

del 25 por ciento del precio de adquisición si

se hubiese efectuado ésta durante los dos

años inmediatamente anteriores al inicio de

las obras de rehabilitación o, en otro caso,

del valor de mercado que tuviera la edifica-

ción o parte de la misma en el momento de

dicho inicio. A estos efectos, se descontará

del precio de adquisición o del valor de mer-

cado de la edificación la parte proporcional

correspondiente al suelo. 

Segundo.- No se aplicará el tipo cero

del IGIC en aquellas ejecuciones de obra de

mantenimiento o conservación, cualquiera

que fuera la cuantía por la que resulten

adjudicadas o que alcancen materialmente a

la totalidad o parte de la edificación, que no

tengan la consideración de rehabilitación

conforme se define en el artículo 27.1.1º.f)

de la Ley 20/1991. A tales efectos, se con-

siderará que el término “parte” de la edifica-

ción legalmente previsto en el artículo

27.1.1º.f) de la Ley 20/1991 respecto al

valor de mercado de la edificación objeto de

rehabilitación se refiere a las partes de una

edificación que, cualquiera que sea su desti-

no (vivienda, comercial, etc.) sean suscepti-

bles por sí mismas de actuaciones parciales

de rehabilitación, por permitir un uso autó-

nomo respecto del resto de la edificación al
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tener entidad propia de carácter objetivo, y

no considerar como “parte” de una edifica-

ción los diferentes elementos constructivos

(fachadas, techumbres, estructuras, etc.)

objeto de actuaciones de rehabilitación.”

(Contestación vinculante de fecha 08/10/

2008).

Palabra clave: Instalaciones deportivas

“Respecto al supuesto concreto de eje-

cución de obra planteada por el consultante,

dos son los requisitos que no se verifican

para que pudiera ser de aplicación el bene-

ficio fiscal que supone la aplicación del tipo

impositivo cero del IGIC. En primer lugar, no

parece tratarse de una ejecución de obra de

construcción o rehabilitación, sino de una

mejora de una obra ya existente. En segun-

do lugar, es criterio reiterado de esta

Administración Tributaria que no correspon-

de la calificación de equipamiento comunita-

rio a aquellas ejecuciones de obra (asumido

que se tratara de obras de construcción o

rehabilitación) que consistan en instalacio-

nes deportivas, como ocurre con una pisci-

na básica polivalente en los términos plante-

ados en el escrito de consulta, al no incluirse

dicho tipo de instalaciones entre los distintos

supuestos enumerados en el 27.1.1º f) de la

Ley 20/1991.” (Contestación vinculante de

fecha 12/09/2008).

E) Importaciones de bienes

Palabra clave: Agente de aduanas. De-

ducción

“(…) Se argumenta que en las importa-

ciones el impuesto es satisfecho por el

agente de aduanas, si bien actuando en

nombre y por cuenta del importador. A los

pocos días de la importación, el Agente de

Aduanas hace llegar una nota de adeudo al

importador con el cargo del Impuesto. El

Agente de Aduanas mantiene un Aval con la

Administración, por lo que el Impuesto es

pagado realmente a los 45 o 60 días.

(…)

A continuación la sociedad consultante

reproduce textualmente parte del contenido

del número 1 del artículo 31 de la Ley

20/1991, consultando cuando puede consi-

derarse satisfecho el IGIC y proponiendo

dos interpretaciones:

- Cuando el agente de aduanas lo

satisface a la aduana.

- Cuando el importador lo reintegra a

su agente”.

Contestación: “ En el supuesto de im-

portaciones de bienes mediante agente de

aduanas, el único documento justificativo

del derecho a la deducción de las cuotas

satisfechas a la importación será el docu-

mento acreditativo del pago del impuesto en

el que conste el reconocimiento del agente

de aduanas de haber obtenido de su cliente

el reembolso del tributo, y el sujeto pasivo

sólo podrá ejercer su derecho a la deducción

de las cuotas soportadas en las importacio-

nes de bienes a partir del momento en que

esté en posesión de dicho documento.

Dicho documento justificativo del

derecho a la deducción deberá anotarse
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en el Libro Registro de facturas recibidas:

Si el sujeto pasivo que ha importado un

bien de inversión aplica la regla de la pro-

rrata, aparte de la anotación en el Libro

Registro citado deberá realizar otra  ano-

tación en el Libro Registro de bienes de

inversión.” (Contestación vinculante de

fecha 15/09/2008).

Palabra clave: ventas con instalación

“El artículo 25 de la Ley 20/1991 esta-

blece la regla general para la determinación

de la base imponible del IGIC en las impor-

taciones de bienes, siendo su tenor literal el

siguiente:

“En las importaciones la base imponi-

ble resultará de adicionar al “Valor en

Aduana” los conceptos siguientes en cuanto

que no estén comprendidos en el mismo:

1º.- Cualquier gravamen o tributo

devengado con ocasión de la importación,

con excepción del propio Impuesto General

Indirecto Canario, y el Arbitrio sobre

Importaciones y Entregas de Mercancías en

las Islas Canarias.

2º.- Los gastos accesorios y comple-

mentarios, tales como comisiones, embala-

jes, portes, transportes y seguros que se

produzcan desde la entrada en las Islas

Canarias hasta el primer lugar de destino en

el interior de dichos territorios.

A estos efectos se considerará como

primer lugar de destino el que figure en el

documento de transporte al amparo del cual

los bienes son introducidos en las Islas

Canarias. De no existir esta indicación, se

considerará que el primer lugar de destino

es aquel en que se produce la primera desa-

gregración o separación del cargamento en

el interior de dichos territorios. No obstante,

cuando el primer lugar de destino estuviera

emplazado en cualquier isla y la entrada se

efectuara por isla diferente de la de destino,

no se adicionarán al “Valor en Aduana” los

gastos pormenorizados en el párrafo ante-

rior, cuando tuvieran como objeto permitir

el traslado de los bienes a la isla de destino.”

La Disposición Adicional Cuarta de la

Ley 20/1991 establece el carácter supletorio

de la normativa aduanera (literalmente

expresa: “Para todo lo no previsto en esta

Ley, y en especial en lo relativo a materias

aduaneras, se estará a lo que dispongan las

disposiciones vigentes en el resto del terri-

torio nacional en cuanto no se opongan a lo

establecido en la misma).”

Acudiendo a dicha normativa supleto-

ria, es posible definir el Valor en Aduana que

se cita en el artículo 25 de la Ley 20/1991.

En concreto, el artículo 29.1 del Reglamento

(CEE) Nº 2913/92 del Consejo de 12 de

octubre de 1992 por el que se aprueba el

Código aduanero comunitario (en adelante,

Código aduanero comunitario) dispone que

“el valor en aduana de las mercancías

importadas será su valor de transacción es

decir, el precio efectivamente pagado o por

pagar por las mercancías cuando éstas se

vendan para su exportación con destino al

territorio aduanero de la Comunidad, ajus-

tado, en su caso, de conformidad con lo dis-

puesto en los artículos 32 y 33, siempre

que:…”

DOCTRINA ADMINISTRATIVA

301haciendacanaria



El artículo 33 del Código aduanero

comunitario dispone lo siguiente:

“El valor en aduana no comprenderá

los siguientes elementos, siempre que se

distingan del precio efectivamente pagado o

por pagar por las mercancías importadas:

(…)

b) los gastos relativos a trabajos de

construcción, instalación, montaje, mante-

nimiento o asistencia técnica, realizados

después de la importación, y relacionados

con mercancías importadas, tales como ins-

talaciones, máquinas o material industrial;”

Procede, a continuación, analizar las

reglas de localización de las entregas de

bienes en el IGIC. El artículo 16.1 de la Ley

20/1991 establece, con el carácter de regla

general, que las entregas de bienes se

entenderán realizadas donde éstos se pon-

gan a disposición del adquirente. Ahora bien,

el número 2, apartado 2º del mismo artículo

dispone, como regla especial, que “cuando

los bienes sean objeto de instalación o mon-

taje antes de su puesta a disposición, la

entrega se entenderá realizada en el lugar

donde se ultime la instalación o el montaje”. 

Respecto a las reglas especiales de

localización de las prestaciones de servicios

(enumeradas en el artículo 17.2 de la Ley

20/1991), resulta relevante traer a colación

las siguientes:

“1º Los servicios directamente relacio-

nados con inmuebles, incluso el alquiler de

cajas de seguridad y la mediación en las

transacciones inmobiliarias, se entenderán

realizados en el lugar donde radiquen los

bienes inmuebles a que se refieran. (…)

3.º Se entenderán prestados en el

lugar donde se realicen materialmente los

siguientes servicios: 

(…)

d) Los realizados en bienes muebles

corporales, incluso los de construcción,

transformación y reparación de los mismos,

así como los informes periciales, dictámenes

y valoraciones relativos a dichos bienes.

(…)”

Añade el artículo 39.1 del Real Decreto

2538/1994, de 29 de diciembre, por el que

se dictan normas de desarrollo relativas al

Impuesto General Indirecto Canario, una

enumeración de supuestos de operaciones

relacionadas con bienes inmuebles, en con-

creto, entre otros, los arrendamientos de

tales bienes, incluidos los de viviendas

amuebladas; los servicios relativos a la pre-

paración, coordinación y ejecución de las

construcciones inmobiliarias; los de carácter

técnico relativos a dichas construcciones,

incluidos los prestados por arquitectos, apa-

rejadores e ingenieros; los de mediación en

las transacciones inmobiliarias; los de ges-

tión relativos a bienes inmuebles y operacio-

nes inmobiliarias; los de alquiler de cajas de

seguridad y los de utilización de las vías de

peaje.

Por último, el artículo 6.2.4º de la Ley

20/1991, después de definir un concepto

general de “entrega de bienes”, relaciona

varios supuestos entre los cuales considera

como tales:
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“4º.- Las ejecuciones de obra que ten-

gan por objeto la construcción o rehabilita-

ción de una edificación, cuando el empresa-

rio que ejecute la obra aporte una parte de

los materiales utilizados, siempre que el

coste de los mismos exceda el 20 por 100

de la base imponible”.

Por otra parte, el artículo 7.2.6º de la

misma Ley considera como prestaciones de

servicios:

“6º.- Las ejecuciones de obra que no

tengan la consideración de entregas de

bienes, con arreglo a lo dispuesto en el

apartado 4º del número 2 del artículo 6º de

esta Ley”.

En el precepto citado se vincula la

entrega de bienes con la construcción o

rehabilitación de una “edificación”. En la

normativa del IGIC se establece el concepto

de “edificación” en el artículo  5.5 de la Ley

20/1991, cuando señala  que a los efectos

de este impuesto, se considerarán “edifica-

ciones” las construcciones unidas perma-

nentemente al suelo o a otros inmuebles,

efectuadas tanto sobre la superficie como en

el subsuelo, que sean susceptibles de utili-

zación autónoma e independiente.

Es criterio reiterado de esta Dirección

General de Tributos que del análisis con-

junto de ambos preceptos se desprende

que una ejecución de obra de carácter

mobiliario, entendiendo por contratos de

ejecución de obra aquellos que tienden a la

consecución de un resultado material pre-

vio encargo del cliente, tiene en todo caso

la consideración, a efectos del IGIC, de

prestación de servicios. Por el contrario,

sólo determinadas ejecuciones de obra de

construcción o rehabilitación de una edifi-

cación tienen la consideración de entregas

de bienes en el IGIC. 

El sostenimiento de dicho criterio en

coherencia con la regla especial que prevé la

existencia de entregas de bienes en las que

se realiza la instalación o montaje exige la

distinción entre dos operaciones de distinto

alcance, por un lado, la ejecución de obra de

bien mueble (siempre prestación de servi-

cios en el IGIC) y la correspondiente a la

venta con instalación (entrega de bienes a

efectos de la regla especial antedicha),

salvo que se entendiera que dicha regla

especial es únicamente aplicable a las eje-

cuciones de obra de edificaciones, es decir,

que se tratará de la adquisición de una edi-

ficación en los términos previstos del IGIC

cuya instalación o montaje equivale al con-

cepto de construcción (pues evidentemente

no parece lógico equipararlo al de rehabili-

tación) en los que el coste de los materiales

aportados por el constructor supere el lími-

te cuantitativo previsto legalmente. Puesto

que la segunda interpretación dejaría prác-

ticamente vacía la regla especial prevista

para las entregas de bienes, más aun cuan-

do se trata de importaciones, procede

intentar delimitar una distinción entre eje-

cuciones de obra mobiliaria y venta con ins-

talación, cuestión que no presenta una fácil

solución. En una primera aproximación al

problema, cabe distinguir las ejecuciones

de obra como aquellas que suponen, previo

encargo del cliente, una proceso fabril por

parte del transmitente a medida o en fun-

ción de los deseos de su cliente, por el con-
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trario, la venta con instalación supone la

entrega de un determinado bien (en puri-

dad, de las partes que lo componen) pero

que, en el momento de la puesta a disposi-

ción del cliente, es objeto de instalación o

montaje.

Retomando las distintas reglas de loca-

lización expuestas con anterioridad, las ven-

tas con instalación de bienes muebles que,

situadas fuera del ámbito de aplicación del

IGIC, sean objeto de transporte e instalación

o montaje en las Islas Canarias para la pues-

ta a disposición de sus clientes tienen la con-

sideración de entregas de bienes sujetas al

IGIC, en aplicación del artículo 16.2.2º de la

Ley 20/1991. Por otro lado, las ejecuciones

de obra de construcción o transformación de

bienes muebles corporales (prestaciones de

servicio en el IGIC) se entenderán localiza-

das en el lugar en que materialmente se rea-

licen. Por último, las ejecuciones de obra

directamente relacionadas con bienes in-

muebles (incluidas las ejecuciones de obra

de bienes inmuebles por incorporación a que

se refiere el artículo 334.3º del Código Civil,

es decir, aquellos unidos a un inmueble de

una manera fija, de manera fija, de suerte

que no pueda separarse de él sin quebranta-

miento de la materia o deterioro del objeto),

se entenderán localizadas en donde radique

el bien inmueble a que se refiera, en aplica-

ción del artículo 17.2.1º de la Ley 20/1991.

En el caso específico de realización de

proyectos de decoración para inmuebles

situados en las Islas Canarias es de aplica-

ción la regla especial prevista en el artículo

17.2.1º de la Ley 20/1991 citada con ante-

rioridad.

El consultante manifiesta que los ele-

mentos objeto de importación son enviados

en su estado final, si bien otros deberán ins-

talarse en el inmueble en Canarias, instala-

ción que es realizada por el consultante.

Ahora bien, resulta que, en todos los casos,

los materiales son importados por el cliente

final, que se hace cargo de ellos desde su

llegada a las Islas Canarias, satisfaciendo el

IGIC a la importación.

En el primero de los supuestos plantea-

dos, bienes muebles que son importados en

su “estado final”, el cliente será el importa-

dor en calidad de destinatario o propietario

de la mercancía, en aplicación de la defini-

ción de sujeto pasivo de las importaciones a

que se refiere el artículo 21 de la Ley

20/1991, quedando como única duda a

resolver el tipo impositivo del IGIC a aplicar

según sean los bienes objeto de importación.

Cuestión distinta es el supuesto en que

los bienes objeto de importación deben ser

objeto de instalación, adaptación o transfor-

mación por parte del transmitente con pos-

terioridad a la entrada en las Islas Canarias.

Ello supone la existencia de una operación

sujeta en todo caso al IGIC, que conllevan la

puesta a disposición del bien una vez termi-

nada la instalación del mismo por el trans-

mitente, y el subsiguiente devengo de la

operación interior. Quiere ello decir que el

adquirente de los bienes, el cliente, no

puede configurarse desde el punto de vista

del IGIC como importador de la mercancía,

pues no es propietario o destinatario de la

misma, puesto que sólo lo será cuando se

ultime su instalación o montaje, a cargo del

proveedor.
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En consecuencia, si el cliente satisface

el IGIC a la importación no lo hará (recordar

que dicha afirmación se refiere exclusiva-

mente a los contratos de ejecución de obra

de bienes muebles con instalación o de

venta con instalación), desde el punto de

vista del IGIC, como importador (el impor-

tador, en todo caso, habrá de ser la entidad

consultante), sino como representante indi-

recto (es decir, actúa en su propio nombre

pero por cuenta de su proveedor). No obs-

tante, la actuación como representante indi-

recto exige el cumplimiento de ciertas obli-

gaciones formales a las que no se hace

mención en el escrito presentado y que

deben descartarse para el supuesto plante-

ado en tanto suponen un reconocimiento

expreso por los órganos de gestión de las

importaciones de bienes.

En definitiva, partiendo que el importa-

dor ha de ser necesariamente el proveedor

de los bienes (incluso cuando el cliente

actúe como representante indirecto del

mismo), la base imponible de la importación

estará constituida por el “valor en aduana” y

demás conceptos definidos en el artículo 25

de la Ley 20/1991, si bien se excluirán de

dicho importe los gastos relativos a trabajos

de construcción, instalación, montaje, man-

tenimiento o asistencia técnica, realizados

después de la importación, siempre que se

distingan del precio pagado o por pagar de

la transacción. No obstante, dicha cuantía si

formará parte de la contraprestación de la

operación interior posterior a la importa-

ción.” (Contestación vinculante de fecha

08/10/2008).

II. INCENTIVOS FISCALES DE LA LEY

19/1994

A) Adquisición de bienes de inversión

(artículo 25)

Palabra clave: pagos anticipados

“Primero.- Que a los pagos anticipados

realizados antes del día 1 de enero de 2007

y que se hubiesen acogido a la exención del

artículo 25 de la Ley 19/1994, les es aplica-

ble la regulación del precepto del momento

en que se ha efectuado el pago, y no, la del

devengo del hecho imponible de la entrega

del bien de inversión. Si esta entrega se rea-

liza con posterioridad al día 1 de enero de

2007, pero en el momento en que se han

efectuado los pagos, se cumplían los requi-

sitos del artículo 25 de la Ley 19/1994

vigente en esa fecha, estos pagos están

exentos del IGIC sin que exista ningún

deber de repercutir el Impuesto, aunque,

con la regulación vigente en el momento de

la entrega del bien de inversión, la opera-

ción no estuviese exenta por el artículo 25

de la Ley 19/1994; por lo que no deben rec-

tificarse las facturas inicialmente emitidas.

Segundo.- Que en el supuesto de que

la sociedad consultante desee aplicar esta

exención del artículo 25 de la Ley 19/1994

respecto a los pagos anticipados por certifi-

caciones de obra en las que soportó la reper-

cusión del IGIC con anterioridad al 1 de

enero de 2007, y partiendo de que en el

momento del devengo de esos pagos antici-

pados, cumplía los requisitos del artículo 25

para acogerse a la exención, de acuerdo con
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el criterio expuesto en el número anterior, la

sociedad debe solicitar la rectificación de la

factura emitida por dichos pagos anticipa-

dos, siempre y cuando no haya transcurrido

más de cuatro años del devengo de esos

pagos, y a esa solicitud debe adjuntarle la

declaración en la que manifieste la concu-

rrencia de los requisitos de la exención a que

se refería el apartado segundo del artículo

25 de la Ley 19/1994 vigente en esa fecha.

Comoquiera que esta rectificación de la

cuota repercutida, va a determinar una

minoración de la cuota inicialmente repercu-

tida, la empresa adjudicataria de la obra

puede optar por cualquiera de estas alterna-

tivas: a) iniciar ante la Administración tribu-

taria el correspondiente procedimiento de

devolución de ingresos indebidos, o bien b)

regularizar la situación tributaria en la auto-

liquidación correspondiente al período en

que deba efectuarse la rectificación o en las

posteriores hasta el plazo de un año, a con-

tar desde el momento en que debió efec-

tuarse la mencionada rectificación. En este

caso, el sujeto pasivo está obligado a reinte-

grar al destinatario de la operación el impor-

te de las cuotas repercutidas en exceso.

Tercero.- Que con relación a los pagos

anticipados devengados después del 1 de

enero de 2007, la sociedad puede igualmen-

te instar -en los mismos términos que en el

número anterior- la rectificación de las cuo-

tas de IGIC soportadas, siempre y cuando,

de acuerdo con la nueva redacción del artí-

culo 25 de la Ley 19/1994, le sea aplicable

la exención. La sociedad debe unir a la soli-

citud de rectificación la declaración a que se

refiere el artículo 25.5 de la Ley 19/1994.

Cuarto.- Que las limitaciones respecto

a la adquisición de suelo del artículo 25.3 de

la Ley 19/1994, no son aplicables a las ope-

raciones que consistan en ejecuciones de

obra de edificación, cuyo resultado sea un

bien de inversión en las que el adquirente ya

es titular del suelo en las que se ejecuta la

obra, o en las que no exista  una entrega de

suelo como parte de la contraprestación”.

El contenido del número Segundo

anterior, supone un cambio de criterio de la

Dirección General de Tributos, tal y como se

expone:

“ (…) la sociedad precisa en la consul-

ta que en los pagos anticipados que ha abo-

nado por las certificaciones de obra, ha

venido soportando el IGIC repercutido por el

contratista, aunque la operación cumplía

con los requisitos del artículo 25 de la Ley

19/1994 para la exención del IGIC, si bien

–así lo puntualiza el escrito- la sociedad no

presentó la declaración identificando el bien

de inversión y manifestando la concurrencia

de los requisitos de la exención, a que se

refería el apartado segundo del artículo 25

de la Ley 19/1994 vigente entonces. 

En  la consulta vinculante nº 927, de 9

de septiembre de 2005, esta Dirección

General de Tributos ha declarado que: 

“En el supuesto de que en el momento

del cobro de los pagos anticipados se cum-

plían las condiciones para la exención de

producirse la entrega del bien de inversión

en dicho instante, sin embargo no se solici-

ta la exención y el sujeto pasivo transmiten-

te emite facturas por tales pagos anticipa-
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dos con repercusión del IGIC y en el

momento del devengo de la entrega del bien

de inversión se cumplen las condiciones y la

sociedad adquirente solicita la exención, no

cabe modificar la tributación de los pagos

anticipados. Ello es así porque la exención

prevista en el artículo 25 de la Ley 19/1994

no es una exención automática sino que

actúa bajo solicitud expresa de la sociedad

adquirente y siempre y cuando se cumplan

un conjunto de requisitos. Si con anteriori-

dad o simultáneamente a la entrega del bien

de inversión, o de los pagos anticipados, no

se efectúa manifestación alguna de solicitud

de aplicación de exención supone el naci-

miento de  la obligación de repercusión,

caso de no encontrarse la entrega o los

pagos anticipados exento por cualquier otro

supuesto previsto en la Ley. La repercusión

únicamente puede modificarse por los

siguientes  motivos previsto en el artículo

20.Dos.1 de la Ley 20/1991:

– cuando el importe de las mismas se

hubiera determinado incorrectamen-

te. La determinación incorrecta impli-

ca que en el momento de devengarse

el IGIC se produjo una vulneración en

la cuantificación del tributo ya sea por

errores de hecho o de derecho. Sin

embargo en el supuesto que nos

ocupa ello no es así, dado que la

única razón para que no se devenga-

ra el IGIC no fue aducida en tiempo,

por lo que la repercusión deriva en

correcta. 

– producción de las circunstancias que,

según lo dispuesto en el artículo 22

de la Ley 20/1991, dan lugar a la

modificación de la base imponible.

En el supuesto que se analiza no se

da ninguna de estas circunstancias.”

Sin embargo, esta Dirección General

de Tributos entiende que esta doctrina debe

ser modificada  por diferentes motivos:

a) En primer lugar, porque, aunque es

cierto que el artículo 25 de la Ley 19/1994

establece una serie de requisitos para poder

tener derecho la exención, no todos ellos

tienen una naturaleza sustancial respecto a

la exención del IGIC. El requisito del aparta-

do 5 del artículo 25 de la Ley 19/1994

(apartado 2 en la anterior redacción), no

tiene una naturaleza sustancial, sino mera-

mente formal, y, por ello, entendemos, en

contra de la doctrina de la consulta vincu-

lante nº 927, de 9 de septiembre de 2005,

que la no presentación de la declaración no

determina la pérdida de la exención. 

(…)

b) En segundo lugar, el apartado 6 del

artículo 25 de la Ley 19/1994 (apartado

segundo de la antigua redacción del precep-

to) establece, como un elemento del presu-

puesto de la sustitución del Impuesto (artí-

culo 36 de la Ley 58/2003, de 17 de

diciembre, General Tributaria), cuando «no

se cumplan los requisitos de la exención», el

haber presentado el adquirente la declara-

ción identificando el bien de inversión y la

concurrencia de los demás requisitos de

este artículo 25. Este apartado no exige que

esta declaración se presente previa o simul-

táneamente a la operación de entrega o

prestación de servicios, sino simplemente

DOCTRINA ADMINISTRATIVA

307haciendacanaria



dispone que cuando la entidad adquirente o

cesionaria ha presentado la declaración

antes o simultáneamente a la entrega del

bien o la prestación del servicio, esta enti-

dad se convierte en sustituto, por imperio de

este artículo 25, en el caso de incumplimien-

to de los requisitos de la exención. De ahí

que esta Dirección General entienda que la

no presentación de esta declaración en el

momento de devengarse la operación, no

determina, por sí sola, la pérdida de la exen-

ción, ya que la sociedad adquirente puede

presentar la declaración en otro momento

posterior y solicitar la rectificación de la fac-

tura emitida, siempre que se den los requi-

sitos establecidos en la Ley 20/1991.

c) Y, en tercer lugar, el apartado 6 del

artículo 25 de la Ley 19/1994 (apartado 2

en la antigua redacción del precepto) no

establece, como parece entender también la

consulta vinculante nº 927, de 9 de sep-

tiembre de 2005, que las cuotas del IGIC

repercutidas no puedan rectificarse por el

sujeto pasivo, cuando en el momento de la

operación, no se hubiese presentado la

declaración identificando los bienes de

inversión. Esta rectificación de las cuotas

repercutidas es siempre –así lo dispone el

artículo 20.2 de la Ley 20/1991- un deber

del sujeto pasivo cuando el importe de las

mismas se hubiese determinado incorrecta-

mente o se produzcan las circunstancias que

den lugar a la modificación de la base impo-

nible. Por ello, esta Dirección General

entiende que la rectificación de las cuotas

repercutidas no puede vincularse con la pre-

sentación de la declaración. Esta declaración

surte sus efectos en el ámbito subjetivo de

la relación del Impuesto, al constituir, como

ya se ha explicado, un elemento del presu-

puesto de la sustitución del Impuesto, cuan-

do se produzca un incumplimiento de los

requisitos de la exención. En cambio, la rec-

tificación de las cuotas es una obligación,

que ha de practicar el sujeto pasivo cuando

se dan las circunstancias establecidas en la

Ley para la rectificación, ya que la  repercu-

sión inicialmente practicada por el sujeto

pasivo no es irreversible, como se despren-

de de la citada consulta vinculante nº 927,

de 9 de septiembre de 2005.

Por ello, esta Dirección General entien-

de que la rectificación de las cuotas repercu-

tidas no puede vincularse con la presenta-

ción de la declaración. Esta declaración

surte sus efectos en el ámbito subjetivo de

la relación del Impuesto, al constituir, como

ya se ha explicado, un elemento del presu-

puesto de la sustitución del Impuesto, cuan-

do se produzca un incumplimiento de los

requisitos de la exención. En cambio, la rec-

tificación de las cuotas es una obligación,

que ha de practicar el sujeto pasivo cuando

se dan las circunstancias establecidas en la

Ley para la rectificación, ya que la  repercu-

sión inicialmente practicada por el sujeto

pasivo no es irreversible, como se despren-

de de la citada consulta vinculante nº 927,

de 9 de septiembre de 2005.” (Contestación

vinculante de fecha 15/09/2008).
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I. RESERVA PARA INVERSIONES EN

CANARIAS

RIC VIGENTE A PARTIR DE 1/1/2007

Materialización de la RIC

Activos aptos

Consulta V1626-08 de 04/08/

2008. La consultante plantea si es válida

para materializar la Reserva para Inversiones

en Canarias, la adquisición por parte de una

sociedad de un terreno donde pretende

construir un invernadero para la explo-

tación agrícola del cultivo de flores.

La nueva redacción del artículo 27,

vigente a partir de 1 de enero de 2007, con-

diciona la aptitud de la inversión en suelo,

tanto en la letra A como en la letra C del

apartado 4, a que éste no se haya beneficia-

do anteriormente de la RIC y a que se afec-

te a alguna de las siguientes actividades:

– A la promoción de viviendas protegi-

das y sean destinadas al arrenda-

miento por la sociedad promotora.

– Al desarrollo de actividades indus-

triales incluidas en las divisiones 1 a

4 de la sección primera de las tarifas

del IAE.

– A las zonas comerciales y a las acti-

vidades turísticas, cuya adquisición

tenga por objeto la rehabilitación de

un establecimiento turístico, situadas

ambas en un área cuya oferta turís-

tica se encuentre en declive.

El terreno objeto de consulta no se va a

afectar a ninguna de las actividades relacio-

nadas, ya que se va a dedicar al cultivo de

flores en explotación agrícola de la que es

titular la consultante, no constituyendo por

tanto una actividad industrial de las incluidas

en las citadas divisiones de las tarifas del IAE.

Por ello, se concluye que no es apta

para la materialización de la RIC la adquisi-
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ción de terreno para afectarse a la explota-

ción agrícola de cultivo de flores, de acuer-

do con el apartado 4 del artículo 27 de la ley

19/1994.

Consulta V1954-08 de 28/10/2008.

La consultante, que tiene como actividad

principal la explotación de un alojamiento

turístico extrahotelero de 3 llaves, pretende

adquirir del edificio colindante 28 plazas de

aparcamiento, plazas que son usadas pero

que no se han acogido a ningún tipo de

beneficio fiscal y que se van a dedicar a

que los clientes del apartotel puedan

estacionar los vehículos durante sus estan-

cias, después de practicar las adaptaciones

de luz, sistema de instalación de prevención

de incendios, pintado y delimitación de las

mismas. Se plantea si la inversión en la

adquisición de las mencionadas plazas de

aparcamiento usadas es apta para materia-

lizar la RIC.

La contestación de la consulta analiza,

de manera similar a la consulta que acaba-

mos de exponer anteriormente, en qué con-

diciones la adquisición de suelo puede ser

apto para la materialización de la RIC, y en

concreto si en el caso planteado por el con-

sultante, pudiera estar incluido en la tercera

de las posibilidades, esto es, que el suelo se

destine a las zonas comerciales y a las acti-

vidades turísticas, cuya adquisición tenga

por objeto la rehabilitación de un estableci-

miento turístico, situadas ambas en un área

cuya oferta turística se encuentre en decli-

ve. Se afirma que de los términos de la con-

sulta se aprecia que la inversión no tiene por

objeto la rehabilitación de un establecimien-

to turístico, sino de adquisición de plazas de

aparcamiento usadas para clientes, por lo

que la parte de la inversión imputable al

suelo no es apta para la RIC.

De la citada contestación podemos

extraer dos conclusiones:

1. Que lo que no sea inversión en suelo

sí sería apto para materializar la RIC

si se cumplen los requisitos de la

letra C, del apartado 4 del artículo

27.

2. Que en las actividades turísticas,

para que se admita el suelo como

inversión apta, tiene que haber

siempre rehabilitación de un esta-

blecimiento turístico.

Importe de la materialización

La consulta V2018-08 de 03/11/

2008, responde a la pregunta de cuál es el

importe de la materialización de la RIC para

el supuesto de que la adquisición esté finan-

ciada con subvenciones.

A pesar de que la contestación pueda

parecer obvia puesto que se recoge expre-

samente en la nueva redacción del artículo

27 introducida por el Decreto ley 12/2006,

la incluimos en el presente resumen porque

dicha limitación supone una novedad con

respecto a la redacción del citado artículo

vigente hasta 1/1/2007.

Así, el apartado 6 del artículo 27 dispo-

ne expresamente que: “Se entenderá que el
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importe de la materialización alcanzará al

precio de adquisición o coste de producción

de los elementos patrimoniales, con exclu-

sión de los intereses, impuestos estatales

indirectos y sus recargos, sin que pueda

resultar superior a su valor de mercado.

(...)

La parte de inversión financiada con

subvenciones no se considerará como

importe de la materialización de la reserva.”

De acuerdo con dicho apartado, la DGT

concluye que el importe de la inversión

financiada con subvenciones no se con-

siderará como importe de materializa-

ción de la reserva, por consiguiente, y a

sensu contrario, la parte de la inversión no

financiada con subvenciones se considerará

como importe de la materialización siempre

y cuando se cumplan los demás requisitos

establecidos en el artículo 27 de la ley

19/1994. 

En concreto, a este respecto hemos de

señalar que también se excluye del importe

de la materialización de la RIC el importe del

valor de adquisición que corresponda a inte-

reses y a impuestos estatales indirectos y

sus recargos. Asimismo han de tenerse en

cuenta las reglas especiales que para los

distintos tipos de activos establece el propio

apartado 6 del artículo 27 (redes de trans-

porte y comunicaciones, inversiones inicia-

les, creación de puestos de trabajo, gastos

de investigación y desarrollo así como accio-

nes, participaciones o títulos valores del

27.4 letra D).

Consecuencias del incumplimiento por

falta de materialización

Consulta V2180-08 de 19/11/

2008. El consultante es una persona físi-

ca residente que ejerce la actividad profe-

sional de abogado en Canarias y que

habiéndose deducido en la cuota íntegra por

lo dotado a la RIC, ha materializado el

50% de lo dotado mediante suscripción

de Deuda Pública sin haber materializa-

do el 50% restante. Pregunta por las con-

secuencias de la no materialización de la

totalidad de la dotación a efectos del IRPF.

La respuesta de la DGT se realiza de

acuerdo con la redacción del artículo 27

vigente a partir de 1/1/2007:

De acuerdo con lo previsto en el apar-

tado 16 del artículo 27 de la ley 19/1994, si

transcurrido el plazo para materializar el

importe total de la dotación a la RIC efec-

tuada sólo se ha invertido el 50% de su

importe, se generaría para el consultante la

obligación de reintegrar, en la cuota

íntegra del período impositivo en que con-

cluya el plazo previsto, la deducción

correspondiente al importe dotado y no

materializado, con intereses de demora y

sin perjuicio de las sanciones que resulten

procedentes.

Por tanto, vemos como en caso de falta

de materialización, las consecuencias son

las mismas que hasta ahora existían con la

redacción vigente del artículo 27 antes de

1/1/2007: pérdida del beneficio fiscal con

obligación de reintegrar las cantidades inde-
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bidamente destinadas a la RIC. Además,

dicha regularización en el caso de personas

físicas que tributan por el IRPF, debe produ-

cirse en cuota, a diferencia de las personas

jurídicas, sujetos pasivos del Impuesto

sobre Sociedades, donde la regularización,

al igual que la dotación, se produciría en

base imponible.
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I. LEY GENERAL TRIBUTARIA

1) Procedimiento de inspección

- Inicio. Notificación por comparecen-

cia. Notificación correcta. Artículo 112 LGT-

2003 (R. de 25/11/08 -nº 38/00797/06 y

acumulada 38/00798/06-, Sala Descon-

centrada de Santa Cruz de Tenerife).

2) Procedimientos especiales de revi-

sión

- Devolución de Ingresos Indebidos.

Solicitud de rectificación de autoliquidación

que ha dado lugar a un ingreso indebido.

Artículos 221.4 y 120.3 LGT-2003 (R. de

05/09/08 -nº 35/02234/07).

II. TRIBUTOS CEDIDOS

1) Impuesto sobre Transmisiones

Patrimoniales y Actos Jurídicos

Documentados (ITPAJD)

a) Actos Jurídicos Documentados (AJD)

- Comprobación de valores. Dictamen

de los peritos de la Administración.

Condición de funcionario público del técnico

interviniente: requisito no exigido por la

normativa aplicable. Motivación insuficiente

(R. de 15/12/08 -38/1.513/07, Sala Des-

concentrada de Santa Cruz de Tenerife).

- No sujeción: Escritura de novación de

préstamo hipotecario -modificación de deu-

dor-, y constitución de garantía prendaria.

Artículo 31.2 del Texto Refundido de la Ley

del ITPAJD (R. de 29/09/08 -35/04011/06).  

2) Impuesto sobre Sucesiones y

Donaciones (ISD)

a) Impuesto sobre Sucesiones (IS)

- Comprobación de valores. Dictamen

de los peritos de la Administración.

Requisitos. Fundamentación adecuada del
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informe. Motivación suficiente. (R. de 28/

11/08 -nº 35/03647/06 y acumulada

35/04009/06 y 35/04010/06).

b) Impuesto sobre Donaciones (ID)

- Base Liquidable. Adquisiciones lucra-

tivas “inter vivos”: Reducciones por trans-

misión de empresas familiares. Reducción

del 95 por 100. Necesidad de que el trans-

mitente hubiera de estar realizando funcio-

nes directivas en el preciso momento de la

transmisión: Condición no exigida por la

normativa aplicable. Artículo 20.6 Ley

29/1987, de 18 de diciembre (R. de

29/09/2008 -nº 35/02386/07 y acumulada

35/02387/07).

III. TRIBUTOS DERIVADOS DEL REF

1) Impuesto General Indirecto Canario

(IGIC).

- Devoluciones a personas no estable-

cidas en las Islas Canarias. Empresa que

desarrolla la actividad de arrendamiento de

maquinaria por plazo superior a un año.

Procedencia. Art. 17.1.2º de la Ley 20/1991

(R. de 17/11/08 -nº 35/00343/07-).

- Deducciones. Ejercicio del derecho a

la deducción cuando media requerimiento

de la Administración o actuación inspectora.

Requisitos. Artículo 33.3 Ley 20/1991, de 7

de junio: No puede atribuirse a la cuenta

del Mayor “Hacienda Pública IGIC soporta-

do” los mismos efectos para la deducibili-

dad de las cuotas que tiene el Libro

Registro de facturas recibidas (R. de

28/11/08 -nº 35/01104/07 y acumuladas

35/01105/07, 35/01106/07 y 35/01107/07-).

- Sujeción. La modificación o cambio

de la condición de un bien demanial a la de

bien patrimonial, no se considera primera

entrega a efectos de una posterior transmi-

sión con respecto al IGIC. Artículos 6 y 10.1.

22) Ley 20/1991, de 7 de junio (R. de

29/09/08 -nº 35/01605/07 y acumuladas

35/01606/07 a 35/01608/07-).

- Solicitud de rectificación de autoliqui-

dación que ha dado lugar a un ingreso inde-

bido. Artículos 221.4 y 120.3 LGT-2003 (R.

de 05/09/08 -nº 35/02234/07).

- Tipo Impositivo. Importación de equi-

pamiento comercial destinado a la exposi-

ción y almacenamiento de mercancías -para

supermercado-. Aplicación del tipo general

del Impuesto -5%- (R. de 19/12/08 –nº

38/317/08 y acumulada 38/318/08-).

2) Arbitrio sobre Importaciones y En-

tregas de Mercancías en las Islas

Canarias (AIEM).

- Infracciones y Sanciones Tributarias.

Inadecuada clasificación arancelaria de la

mercancía importada. Incumplimiento de la

obligación de presentar de forma completa y

correcta declaraciones o documentos nece-

sarios para practicar liquidaciones. Artículo

192.1 de la LGT-2003. Ausencia de culpabi-

lidad. Sanción improcedente (R. de 15/12/08

-nº 38/316/08-, Sala Desconcentrada de

Santa Cruz de Tenerife).

- Tipo Impositivo. Equipamiento co-

mercial destinado a la exposición y almace-
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namiento de mercancías -para supermerca-

do-. Aplicación del tipo impositivo del 15%.

Anexo IV Ley 20/1991, de 7 de junio (R. de

19/12/08 –nº 38/317/08 y acumulada

38/318/08-). 

IV. INCENTIVOS FISCALES CONTENI-

DOS EN LA LEY 19/1994, DE 6 DE

JULIO, DE MODIFICACIÓN DEL

RÉGIMEN ECONÓMICO FISCAL DE

CANARIAS QUE AFECTAN AL IGIC Y

AL ITPAJD (exención prevista en el

artículo 25)

- Adquisición de una vivienda destina-

da a la actividad de arrendamiento, sin que

se acredite por el adquirente el cumplimien-

to de los requisitos exigidos por el artículo

25 de la Ley 19/1994 en relación con el artí-

culo 25.2 de la Ley 40/1998 -para que el

arrendamiento de inmuebles se considere

ejercido como actividad económica-, esto

es, el disponer de un local exclusivamente

destinado a la gestión del alquiler y la utili-

zación de un empleado con contrato laboral

a jornada completa: tales requisitos deben

cumplirse al tiempo de la adquisición del

inmueble y desde luego al tiempo del arren-

damiento del mismo. (R. de 19/12/08 -nº

38/01080/2006-, Sala Desconcentrada de

Santa Cruz de Tenerife). 

- Inexigibilidad -al menos hasta el

31/12/2006, cuando entró en vigor el RDL

12/2006, de 29 de diciembre-, del recargo

por declaración extemporánea sin requeri-

miento previo previsto en el artículo 27 de la

LGT-2003, como consecuencia de la presen-

tación de una declaración-liquidación oca-

sional (Modelo 412 IGIC), cuyo objeto es

regularizar voluntariamente una situación

tributaria por incumplimiento de los requisi-

tos establecidos en el reiterado artículo 25.

(R. de 19/12/08 -nº 38/52/08-, Sala Des-

concentrada de Santa Cruz de Tenerife). 

I.  LEY GENERAL TRIBUTARIA

1) Procedimiento de inspección

- Inicio. Notificación por compare-

cencia. Artículo 112 LGT-2003. Noti-

ficación correcta. El TEAR considera que la

notificación por comparecencia a la que tuvo

que acudir el órgano de Inspección fue

correcta fundamentándose en que constaba

acreditada la realización de los dos intentos

de notificación preceptivos en el domicilio

fiscal de la reclamante (el que figura en la

tarjeta de identificación fiscal de la misma),

que resultaron ser infructuosos porque ésta

ya no tenía relación alguna con aquél, sien-

do así que bastaba uno sólo a la vista de que

la entidad figuraba en aquél como descono-

cida. Añade el Tribunal, que pese a que se

habían cumplido los requisitos que la Ley

establece para acudir a la notificación por

anuncios, la Administración Tributaria reali-

zó nuevos intentos de notificación en otro

domicilio que pudo obtener de su propia

base de datos, lo cual pone de manifiesto,

en contra del parecer de la reclamante, el

actuar diligente de la Administración.

(Resolución de 25 de noviembre de

2008 -nº 38/00797/06 y acumulada

38/00798/06-, Sala Desconcentrada

de Santa Cruz de Tenerife).
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2) Procedimientos especiales de revi-

sión

- Devolución de Ingresos Inde-

bidos. Solicitud de rectificación de

autoliquidación que ha dado lugar a un

ingreso indebido. Artículos 221.4 y

120.3 LGT-2003. El supuesto de hecho

planteado fue el siguiente. La entidad recla-

mante instó de la Administración la devolu-

ción de los ingresos efectuados con cuatro

autoliquidaciones trimestrales de un deter-

minado ejercicio, y que consideraba indebi-

dos, porque en su declaración censal de

comienzo de la actividad cometió el error de

indicar su inclusión en el Régimen General

del IGIC, cuando debió consignar que reali-

zaba exclusivamente operaciones exentas

(arrendadora de bienes inmuebles)-. Asi-

mismo solicitó de la Administración la

corrección de la declaración resumen anual

de dicho ejercicio, así como de la declara-

ción censal. La Administración denegó dicha

solicitud al no haberse acreditado por la

reclamante la no repercusión de las corres-

pondientes cuotas de IGIC o -en su caso-,

que éstas habían sido devueltas a quienes

las soportaron indebidamente. 

El Tribunal no comparte el criterio de la

Administración, pues entiende que la solici-

tud de la reclamante debió haberse conside-

rado como de rectificación de sus autoliqui-

daciones con devolución de cuotas, al

amparo de lo previsto en los artículos 221.4

y 120.3 LGT-2003, y 14.1.a) del Regla-

mento General de desarrollo de la LGT, en

materia de revisión en vía administrativa,

aprobado por RD 520/2005, de 13 de mayo

(RGAT). Afirma el Tribunal que no existe

previsión normativa que permita condicio-

nar el reconocimiento de la procedencia de

la devolución a que el sujeto pasivo tenga

que devolver efectivamente a los que hayan

soportado la repercusión del tributo, las

cantidades indebidamente repercutidas, y

en cuanto al titular del derecho a obtener la

devolución, concluye el Tribunal que  tam-

bién lo será la reclamante según dispone el

artículo 14.2.a) del citado RGAT -y no así la

entidad arrendataria, en los términos pre-

vistos en la letra c) de este mismo artículo

14.2-, dado que consta en lo actuado que se

rectificaron las facturas originarias para

recoger la exención de las operaciones fac-

turadas al IGIC, por lo que  no concurre el

requisito previsto en dicho precepto de que

dicha entidad arrendataria haya soportado

la repercusión. (Resolución de 05 de sep-

tiembre de 2008 -nº 35/02234/07-).

II.  TRIBUTOS CEDIDOS

1) Impuesto sobre Transmisiones Pa-

trimoniales y Actos Jurídicos Docu-

mentados (ITPAJD)

a) Actos Jurídicos Documentados (AJD)

- Comprobación de valores. Dic-

tamen de los peritos de la Admi-

nistración. Condición de funcionario

público del técnico interviniente: requi-

sito no exigido por la normativa aplica-

ble. Motivación insuficiente. No acoge el

Tribunal la pretensión de la entidad recla-

mante acerca de considerar “no idóneo” el

perito que firma el informe de valoración al

no tener la condición de funcionario público.

Afirma el TEARC que la idoneidad de dicho
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perito queda plenamente acreditada toda

vez que posee la titulación de arquitecto

técnico, resultando irrelevante la naturaleza

de la relación de prestación de servicios con

la Administración, por lo que tanto sirve el

perito contratado, como el funcionario de

carrera o interino, ya que la normativa nada

impone en este sentido. 

Por el contrario comparte el Tribunal el

criterio de la reclamante respecto a la falta

de motivación de la comprobación de valo-

res, al afirmar en su resolución que el

informe pericial obrante en el expediente

no contiene los fundamentos técnicos y

prácticos suficientes para que el contribu-

yente se forme una opinión sobre el mismo

estando en condiciones de aceptar o recha-

zar el valor comprobado y, en este último

caso, plantear la tasación pericial contra-

dictoria.

Tal y como expone el Tribunal en su

resolución, tratándose -en el presente

supuesto- de la transmisión de solares,

resulta obvio que un elemento esencial para

poder determinar su valor es el concernien-

te a su edificabilidad. Es más, teniendo en

cuenta que el informe se ha realizado a par-

tir de la escritura de compraventa y de la

nota simple registral, documentos en los

que no se recoge ese dato esencial sobre la

edificabilidad de los terrenos, no queda en

modo alguno explicada en el informe la rela-

ción que tienen las transmisiones tomadas

como testigo con la que es objeto de la com-

probación. El sujeto pasivo no está en con-

diciones de hacerse cargo de si los inmue-

bles tomados como testigo son realmente

análogos -como se dice en el informe-, al

adquirido por ellos. Y si bien se le remite a

los expedientes administrativos obrantes en

las Oficinas Públicas -remisión cuya legali-

dad -señala el TEAR-, resulta, cuando

menos, dudosa a la vista de lo dispuesto en

el art. 95 de la LGT-2003-,  no parece razo-

nable que un elemento esencial de valora-

ción para el solar, como es su potencial edi-

ficabilidad, se obvie sin más del informe, no

sólo respecto del propio bien comprobado,

sino también de los inmuebles utilizados

como testigos. (Resolución de 25 de

diciembre de 2008 -nº 38/1.513/07-).

- No sujeción: Escritura de nova-

ción de préstamo hipotecario -modifi-

cación de deudor-, y constitución de

garantía prendaria. Artículo 31.2 del

Texto Refundido de la Ley del ITPAJD.

Coincidiendo con la reclamante, el referido

Tribunal considera que la novación del prés-

tamo hipotecario recogida en la escritura

sometida a su revisión -modificación de

deudor, sin modificación de la cuantía de la

obligación garantizada ni de la garantía-, es

una novación modificativa subjetiva parcial

e impropia en sede de los prestatarios, deu-

dores, en la que falta el requisito de la ins-

cribilidad en el Registro de la Propiedad exi-

gida por el artículo 31.2 del Texto Refundido

de la LITPAJD.

Aclara el Tribunal que, aunque al inscri-

birse la hipoteca debe hacerse mención al

préstamo, éste no es el objeto de la inscrip-

ción, sino la hipoteca, como corresponde a

un Registro que, por definición, tiene por

objeto la inscripción o anotación de los actos

y contratos relativos al dominio y demás

derechos reales sobre bienes inmuebles,
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según el artículo 1 de la Ley Hipotecaria, y

la asunción de deuda, no afecta a la hipote-

ca, que ya estaba constituida e inscrita, sin

que se produzca modificación alguna en este

derecho real de garantía que pudiese condu-

cir a su tributación, como pudiera ser el cam-

bio del sujeto titular del derecho, del objeto

o de la garantía (Resolución de 29 de sep-

tiembre de 2008 -nº 35/04011/06-).

2) Impuesto sobre Sucesiones y Do-

naciones (ISD)

a) Impuesto sobre Sucesiones (IS)

- Comprobación de valores. Dic-

tamen de los peritos de la Admi-

nistración. Requisitos. Fundamentación

adecuada del informe. Motivación sufi-

ciente. El TEARC, tras comenzar recordan-

do que los TEA en materia de peritaciones

sólo pueden hacer un control de legalidad

estándoles vedado enjuiciar el acierto o des-

acierto de la cuantía de las valoraciones, y

señalar asimismo que la “singularización”,

es decir, la apreciación individualizada del

valor de ese bien concreto con sus rasgos y

especificaciones peculiares, es a diferencia

de otros medios de comprobación de valo-

res, característico del dictamen pericial,

estima -en este nuevo supuesto de compro-

bación de valores cuya motivación es some-

tida a su revisión-, que el informe pericial

que sirve de base a la misma, se encuentra

suficientemente fundado.

Llega a la referida conclusión al afirmar

que en dicho informe se explica y detalla el

criterio seguido para llegar al valor compro-

bado, y el porqué de su elección, las opera-

ciones y cálculos realizados y la forma en

que se han hecho, la concreción a valora-

ciones procedentes de la ponencia de valo-

res del municipio, la corrección de paráme-

tros de acuerdo con el factor de referencia

al mercado e incluso la explicación de la no

aplicación del “coeficiente de gastos de

promoción”. En definitiva -concluye el

Tribunal-, se llega un valor individualizado

y con explicación de cómo se ha llegado a

ese valor específicamente y no a otro

(Resolución de 28 de noviembre de

2008 -nº 35/03647/06 y acumulada

35/04009/06 y 35/04010/06-).

b) Impuesto sobre Donaciones (ID)

- Base Liquidable. Adquisiciones

lucrativas “inter vivos”: Reducciones

por transmisión de empresas familia-

res. Reducción del 95 por 100. Nece-

sidad de que el transmitente hubiera

de estar realizando funciones directi-

vas en el preciso momento de la trans-

misión: Condición no exigida por la

normativa aplicable. Artículo 20.6 b)

Ley 29/1987, de 18 de diciembre.

Comparte el Tribunal el criterio del recla-

mante de entender que la condición exigi-

ble en la letra b) del artículo 20.6 de la Ley

reguladora del Impuesto -para aplicar la

reducción en la base imponible del 95 por

100 del valor de adquisición contemplada

en el mismo-, consistente en “que si el

donante viniere ejerciendo funciones de

dirección, dejara de ejercer y de percibir

remuneraciones por el ejercicio de dichas

funciones desde el momento de la transmi-

sión”, es clara al señalar el carácter de

potencial y no de tiempo presente del térmi-
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no verbal empleado. Señala el Tribunal que

los términos del precepto tienen carácter de

hipótesis y que en consecuencia operan úni-

camente para el caso de que se diera la con-

dición allí expresada, esto es el caso de

que el donante viniere ejerciendo funcio-

nes de dirección, y no en otro caso.

(Resolución de 29 de septiembre de

2008 -nº 35/02386/07 y acumulada

35/02387/07-).

III. TRIBUTOS DERIVADOS DEL REF

1) Impuesto General Indirecto Canario

(IGIC)

- Devoluciones a personas no esta-

blecidas en las Islas Canarias. Empresa

que desarrolla la actividad de arrenda-

miento de maquinaria por plazo supe-

rior a un año. Procedencia. Artículos 48

y 17 ley 20/1991, de 7 de junio. La cues-

tión fundamental a dilucidar por el Tribunal

estriba en determinar si determinada

empresa que desarrolla la actividad de

arrendamientos de maquinaria por plazo

superior a un año tiene o no derecho -como

entidad no establecida en las islas Canarias-

a la devolución  de las cuotas soportadas en

concepto de IGIC, en el ámbito territorial de

aplicación de dicho Impuesto. 

El Tribunal no comparte el criterio de la

Administración de considerar como “esta-

blecida” en el Archipiélago a los efectos del

IGIC, a la referida entidad, por superar los

referidos contratos de alquiler de maquina-

ria el límite temporal de un año, sino que

corrobora en su resolución el criterio susten-

tado por el reclamante en el sentido de que,

tratándose de una actividad consistente en

el alquiler de maquinaria no conceptuada

como elemento de transporte, la Ley del

IGIC no fija límite temporal alguno. Según

afirma el Tribunal, el artículo 17.1.2º de la

Ley 20/1991, tras considerar establecimien-

to permanente a “cualquier lugar fijo de

negocios donde el sujeto pasivo realice acti-

vidades empresariales o profesionales”,

relaciona aquellos lugares que merecen tal

consideración. Y la única referencia tempo-

ral que podemos encontrar en dicha rela-

ción, aparece en la letra c): “Las obras de

construcción, instalación o montaje efectua-

das por el sujeto pasivo y cuya duración

exceda de doce meses”. 

Por lo tanto, concluye el Tribunal, si

partimos de la base de que la actividad que

desarrolla dicha entidad en las Islas

Canarias es la de alquiler de maquinaria -

distinta por tanto de las obras de construc-

ción, instalación o montaje-, es evidente

que el hecho de que la duración de los con-

tratos de arrendamiento alcance los 60

meses no es, en principio, obstáculo para

que pierda su condición de entidad no esta-

blecida en las islas Canarias, y, consecuen-

temente, dado que es el único reparo que se

ha puesto a su solicitud, puede beneficiarse

de la devolución de las cuotas de IGIC pre-

vista en el artículo 48 de la Ley 20/1991, sin

perjuicio del eventual ejercicio de las facul-

tades de comprobación correspondientes

a la Administración Tributaria (Resolu-

ción de 17 de noviembre de 2008 -nº

35/00343/07-).

- Deducciones. Ejercicio del dere-

cho a la deducción cuando media reque-
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rimiento de la Administración o actua-

ción inspectora. Requisitos. Artículo

33.3 de la Ley 20/1991, de 7 de junio. El

TEAR, partiendo en su resolución de la limi-

tación que el artículo 33.3 de la Ley 20/1991,

de 7 de junio, establece a la deducibilidad de

las cuotas soportadas, en los casos en que

hubiese mediado requerimiento de la

Administración o actuación inspectora -“úni-

camente serán deducibles las que estuviesen

debidamente contabilizadas en los libros

registro establecidos reglamentariamente

para este Impuesto”-, confirma el criterio

de la Administración de que la información

que proporciona el Mayor de la cuenta

4720000001 “Hacienda Pública IGIC sopor-

tado”, no contiene los datos que la normati-

va del Impuesto exige y, por ello, no puede

atribuirse a dicho Mayor los mismos efectos

para la deducibilidad de las cuotas que tiene

el Libro Registro de facturas recibidas. 

Además entiende el TEARC que el

hecho de que dicho Libro fuera aportado

como prueba junto con el escrito de alega-

ciones a la reclamación que se reseña, no

supone desvirtuar, en modo alguno, lo que

afirma la Administración, puesto que la vía

económico-administrativa no se configura

como una segunda vía de gestión, sino que,

por el contrario, su objeto lo constituye la

revisión de los actos dictados por la

Administración tributaria (Resolución de

28 de noviembre de 2008 -nº 35/

01104/07 y acumuladas 35/01105/ 07,

35/01106/07 y 35/01107/07-).

- Sujeción. La modificación o cam-

bio de la condición de un bien dema-

nial a la de bien patrimonial, no se

considera primera entrega a efectos

de una posterior transmisión con res-

pecto al IGIC. Artículos 6 y 10.1.22)

Ley 20/1991, de 7 de junio. El Tribunal

no comparte el criterio de la Administración

de considerar sujeta y exenta de IGIC -

como una segunda transmisión-, la adjudi-

cación en pública subasta de una finca -cuya

condición fue previamente modificada de

demanial a patrimonial-, sino que corrobora

en su resolución el criterio sustentado por la

reclamante en el sentido de que la califica-

ción jurídica del bien sea demanial o patri-

monial no conlleva distinta titularidad. En

atención a lo expuesto considera el TEAR

que la modificación en la calificación del

régimen jurídico de un bien de titularidad

pública no es una primera entrega a efectos

de IGIC, por lo que su posterior transmisión

sería efectivamente la primera entrega del

bien dando lugar dicha operación a su sujeción

al IGIC. (R. de 29/09/2008 -nº 35/01605/

2007 y acumuladas 35/01606/2007 a

35/01608/2007-).

- Procedimientos especiales de

revisión. Devolución de Ingresos Inde-

bidos. Solicitud de rectificación de au-

toliquidación que ha dado lugar a un

ingreso indebido. Artículos 221.4 y

120.3 LGT-2003. (R. de 05/09/2008 -nº

35/02234/07). Véase el criterio el Tribunal

ya analizado en el apartado de “procedi-

mientos especiales de revisión”,  y al que

nos remitimos íntegramente.

- Tipo Impositivo. Importación de

equipamiento comercial destinado a la

exposición y almacenamiento de mer-

cancías -para supermercado-. Aplica-
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ción del tipo general del Impuesto -5%-

. La cuestión a dilucidar en la resolución que

se reseña estriba en determinar -en lo que

aquí interesa- el tipo de gravamen de IGIC

que procede aplicar a las importaciones de

equipamiento comercial destinado a la

exposición y almacenamiento de mercancías

-para supermercado-: si al tipo general

(5%) del Impuesto como sostiene la

Administración de Tributos a la Importación

de la Comunidad Autónoma, o el tipo redu-

cido del 2%, como sostiene el reclamante.

El TEARC corrobora en su resolución el cri-

terio sustentado por la Administración de

Tributos a la Importación de la Comunidad

Autónoma en el sentido de considerar que

tales mercancías en modo alguno responden

a la naturaleza de las descritas en el Anexo

I.1.1º de la Ley 20/1991, de 7 de junio -ar-

tículos derivados de la producción y primera

transformación de metales, consecuentes

con una actividad económica comprendida

en la agrupación 22 de las Tarifas del IAE-,

como sujetas al tipo reducido 2% del IGIC,

y que en consecuencia procede aplicar a las

mismas el tipo general (5%) del Impuesto. 

Llega a dicha conclusión el Tribunal

ponderando -por un lado-, la actividad eco-

nómica desarrollada por la entidad recla-

mante -consistente en la de “comercio al por

mayor de aparatos electrodomésticos” (epí-

grafe 6153 IAE)-, y por otro, la descripción

materializada en las facturas y conocimien-

tos de embarque adjuntos a los DUAS -

Documento Único Aduanero, que ampararon

la importación de dichas mercancías, y que

llevan a su calificación como partes y piezas

de muebles de metal que presentan las

características de muebles acabados y que,

aunque se puedan importar aisladamente,

constituyen una unidad funcional cuyo des-

tino último sería, en su caso, su instalación,

previo montaje, en un establecimiento

comercial (Resolución de 19 de diciembre

de 2008 -nº 38/317/08 y acumulada

38/318/08-).

2) Arbitrio sobre Importaciones y

Entregas de Mercancías en las Islas

Canarias (AIEM)

- Infracciones y Sanciones Tri-

butarias. Inadecuada clasificación a-

rancelaria de la mercancía importada.

Incumplimiento de la obligación de pre-

sentar de forma completa y correcta

declaraciones o documentos necesarios

para practicar liquidaciones. Artículo

192.1 LGT-2003. Ausencia de culpabili-

dad. Sanción improcedente. Coincidiendo

con la reclamante, el referido Tribunal con-

sidera en su resolución que no concurre el

mínimo de culpabilidad requerido para que

una conducta constitutiva de infracción tri-

butaria pueda ser imputable a su autor, y

por ende, sancionable. 

El Tribunal llega a dicha conclusión al

considerar que la reclamante no hurtó al

conocimiento de la Administración los

datos que sirvieron de base al objeto de la

controversia planteada, esto es, declaró

con ocasión de la importación cuestionada

la totalidad de los elementos cualitativos y

cuantitativos integrantes del hecho imponi-

ble controvertido, limitándose -a su juicio-

la discrepancia a un problema de “califica-

ción jurídica”, a una disparidad de criterios

que debe entenderse basada en una inter-
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pretación razonable de la norma en torno a

cuál sea la adecuada clasificación arancela-

ria de la mercancía. (Resolución de 15 de

diciembre de 2008 -nº 38/322/08 y

38/31608-, Sala Desconcentrada de

Santa Cruz de Tenerife).

- Tipo Impositivo. Equipamiento

comercial destinado a la exposición y

almacenamiento de mercancías. Apli-

cación del tipo impositivo del 15%.

Anexo IV Ley 20/1991, de 7 de junio.

La cuestión a dilucidar en la resolución que

se reseña estriba en determinar -en lo que

aquí interesa-, el tipo de gravamen de AIEM

que procede aplicar a las importaciones de

equipamiento comercial destinado a la

exposición y almacenamiento de mercancías

-para supermercado-: si al tipo impositivo

del 15% como sostiene la Administración de

Tributos a la Importación de la Comunidad

Autónoma, o al tipo del 5%, como sostiene

el reclamante.

El TEARC corrobora en su resolución el

criterio sustentado por la Administración de

Tributos a la Importación de la Comunidad

Autónoma en el sentido de considerar que

tales mercancías, se encuentran sujetas en

concepto de AIEM -según se deduce del

Anexo IV  de la Ley 20/1991, de 7 de junio-

al tipo impositivo del 15%. Afirma el

Tribunal en su resolución, que según se

deduce de la descripción materializada en

las facturas y conocimientos de embarque

adjuntos a los DUAS -Documento Único

Aduanero- que ampararon su importación,

las mercancías controvertidas consisten en

partes y piezas de muebles de metal que

presentan las características de muebles

acabados y que, aunque se puedan importar

aisladamente, constituyen una unidad fun-

cional cuyo destino último sería, en su caso,

su instalación, previo montaje, en un esta-

blecimiento comercial, debiéndose clasificar

arancelariamente en la Posición Estadística

9403.20.99.00 (“Los demás muebles y sus

partes. Los demás (Estanterías metálicas”),

y ello con independencia de que los distintos

elementos importados aisladamente, re-

quieran para constituir una “universitas” de

operaciones de montaje o adaptación dirigi-

das a responder a las concretas necesidades

de equipamiento comercial propias de su

destinatario final. (Resolución de 19 de

diciembre de 2008 -nº 38/317/08 y

acumulada 38/318/08).

IV. INCENTIVOS FISCALES CONTENI-

DOS EN LA LEY 19/1994, DE 6 DE

JULIO, DE MODIFICACIÓN DEL

RÉGIMEN ECONÓMICO FISCAL DE

CANARIAS QUE AFECTAN AL IGIC Y

AL ITPAJD (exención prevista en el

artículo 25)

- Adquisición de una vivienda -

destinada a la actividad de arrenda-

miento-, sin que se acredite por el

adquirente el cumplimiento de los

requisitos exigidos por el artículo 25

de la Ley 19/1994 en relación con el

artículo 25.2 de la Ley 40/1998, para

que el arrendamiento de inmuebles se

considere ejercido como actividad eco-

nómica, esto es, el disponer de un

local exclusivamente destinado a la

gestión del alquiler y la utilización de

RECLAMACIONES TEA

322 haciendacanaria



un empleado con contrato laboral a

jornada completa-: tales requisitos

deben cumplirse al tiempo de la adqui-

sición del inmueble y desde luego al

tiempo del arrendamiento del mismo.

En esta ocasión el Tribunal analiza y com-

parte el criterio de la Administración en el

sentido de que para poder disfrutar de la

exención prevista en el reiterado artículo 25

en la adquisición de bienes inmuebles desti-

nados a su alquiler, debe acreditarse por la

adquirente el cumplimiento de los requisitos

exigidos por el artículo 25 de la Ley 19/1994

en relación con el artículo 25.2 de la Ley

40/1998, esto es, el disponer de un local

exclusivamente destinado a la gestión del

alquiler y la utilización de un empleado con

contrato laboral a jornada completa para la

misma. Estos requisitos, afirma el Tribunal,

son, por decirlo de algún modo, la infraes-

tructura mínima que la Ley del Impuesto

sobre la Renta de las Personas Físicas exige

para que el arrendamiento de inmuebles se

considere ejercido como actividad económi-

ca, tributando las rentas que genere como

rendimientos de tal actividad. Sin ese míni-

mo de medios materiales y humanos las

rentas que puedan derivarse del arrenda-

miento de inmuebles tributarán como rendi-

mientos del capital inmobiliario. Y, como no

puede ser de otra manera tales requisitos -

puntualiza el TEARC-, deben cumplirse

siempre, en todo momento, para que el

arrendamiento de inmuebles sea calificado

como actividad económica, es decir, al tiem-

po de la adquisición del inmueble y desde

luego al tiempo del arrendamiento del

mismo (Resolución de 19 de diciembre

de 2008 -nº 38/01080/2006-, Sala

Desconcentrada de Santa Cruz de

Tenerife). 

- Inexigibilidad -al menos hasta el

31/12/2006, cuando entró en vigor el

RDL 12/2006, de 29 de diciembre-, del

recargo por declaración extemporánea

sin requerimiento previo previsto en el

artículo 27 de la LGT-2003, como con-

secuencia de la presentación de una

declaración-liquidación ocasional (Mo-

delo 412 IGIC), cuyo objeto es regula-

rizar voluntariamente una situación tri-

butaria por incumplimiento de los

requisitos establecidos en el reiterado

artículo 25. Es enjuiciada por la misma

Sala en la resolución que se reseña, la posi-

bilidad de que la Administración pueda exi-

gir el referido recargo, y llega a la conclusión

de que, al menos hasta el día 31 de diciem-

bre de 2006  -cuando entró en vigor el Real

Decreto Ley 12/2006, que reconducía al

incumplimiento de los requisitos exigidos

para la aplicación de la exención a las con-

secuencias previstas, con carácter general,

en la LGT-2003-, de ninguna manera serían

exigibles los recargos previstos en el artícu-

lo 27 de la LGT-2003. 

El Tribunal llega a dicha conclusión

basándose en que la única obligación tribu-

taria accesoria establecida en el artículo

25.4 de la Ley 19/1994, en la fecha de

devengo de la operación -24 de abril de

2006-, para los supuestos de incumplimien-

to de los requisitos exigidos para el disfrute

de la exención es, ciertamente, la exigencia

de intereses de demora. Afirma el Tribunal

que si el legislador hubiera querido exigir
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otras obligaciones tributarias accesorias

como el recargo por presentación extempo-

ránea, lo hubiera establecido expresamente

(Resolución de 19 de diciembre de

2008 -nº 38/52/08- Sala Descon-

centrada de Santa Cruz de Tenerife). 
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I. TRIBUNAL ECONÓMICO ADMINIS-

TRATIVO CENTRAL

A) RESERVA PARA INVERSIONES EN

CANARIAS

Límites cuantitativos. Dotación máxima

de la RIC en los casos de regularización

por falta de materialización de la RIC

dotada en ejercicios anteriores al ejer-

cicio en curso.

El Tribunal Económico Administrativo

Central en Resolución de 24/07/2008

dictada en el recurso de alzada extraor-

dinario para unificación de criterio con

nº 00/3826/2007 interpuesto por el

Director General de Tributos contra resolu-

ción estimatoria del TEAR de Canarias ha

abordado por primera vez una cuestión

sobre la que hasta ahora no se había pro-

nunciado, como es la consideración que

debe tener la regularización de la RIC por

falta de materialización en el cálculo de la

dotación máxima del ejercicio en que se

regulariza.

Ya en el número 7 de la revista Hacienda

Canaria, en esta misma sección hicimos refe-

rencia al criterio sostenido en resolución de

24/09/2003 con nº 35/2298/2001 por el TEAR

de Canarias, contrario al de la Agencia

Tributaria, y que entendía que tal regulariza-

ción de la RIC por falta de materialización no

debía de tener la consideración de diferencia

permanente positiva en la fórmula matemá-

tica por la que se calcula la RIC máxima del

ejercicio en curso en el que se produce tal

regularización.

Dicho criterio ha venido siendo sosteni-

do de forma unánime por todas las resolu-

ciones del TEAR de Canarias que se han pro-

nunciado sobre la cuestión, entre otros,

fallos de reclamaciones con nº 35/2546/

2005, 35/2143/2006 y más recientemente

35/02907/2007 de 29 de septiembre de

2008, ésta última recurrida en la actualidad

en alzada por el Departamento de Ins-

pección Financiera y Tributaria de la Agencia

Tributaria.

Pues bien la cuestión, que no está

exenta de dudas, dada su complejidad téc-
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nica, es la de si cuando una entidad que se

ha acogido en un ejercicio determinado al

beneficio fiscal de la RIC, y debe regularizar-

lo por haber incumplido el requisito de la

materialización una vez transcurrido el plazo

para ello, si esa integración que ha de pro-

ducirse en la base imponible del ejercicio en

que se produzca el incumplimiento según

dispone el art. 27 en su apartado 8, ha de

suponer un mayor gasto por Impuesto sobre

Sociedades del ejercicio en que se regulari-

za y que, por tanto, debe afectar al cálculo

de la RIC máxima en dicho ejercicio. La

Agencia Tributaria ha venido entendiendo

siempre que así es, mientras que, como

hemos dicho el TEAR de Canarias siempre

ha entendido que no.

El Tribunal Central se pronuncia ahora

por primera vez sobre el tema en un recur-

so de alzada extraordinario para unifi-

cación de criterio interpuesto por el

Director General de Tributos, siendo por

tanto el criterio sentado por el mismo de

carácter vinculante para los Tribunales

Económico-Administrativos y para el

resto de  la Administración Tributaria en

virtud del artículo 242.4 de la ley 58/2003

General Tributaria.

El fundamento de derecho quinto de la

resolución del TEAC expone lo siguiente:

“La cuestión que se plantea en el pre-

sente recurso extraordinario de alzada para

la unificación de criterio es determinar qué

naturaleza contable tiene, a estos efectos, el

reintegro o regularización voluntaria de la

RIC  por falta de materialización.

A juicio del Tribunal Regional de ...,

dicha regularización no es ni un diferencia

permanente puesto que no tiene su origen

en el ejercicio del reintegro sino en uno

anterior, ni una diferencia temporal ya que

no obedece a diferentes criterios de imputa-

ción temporal utilizados en el ámbito conta-

ble y fiscal; a su juicio, se trata simplemen-

te de un gasto por impuesto sobre

sociedades que se devengó en un ejercicio

anterior y que es objeto de contabilización a

posteriori, es decir un gasto de ejercicios

anteriores.

El Director General de Tributos por su

parte discrepa de dicha calificación.

Comparte que el ajuste de signo positivo

consecuencia de la regularización en ningún

caso podrá tener la consideración de rever-

sión de la diferencia negativa practicada con

motivo de la dotación, puesto que dicha

diferencia no tuvo carácter temporal y, por

tanto, no fue ni es susceptible de reversión

en ejercicios futuros. Tampoco debe consi-

derarse como la reversión de la diferencia

permanente inicialmente practicada, puesto

que, por definición, las diferencias perma-

nentes nunca revierten. No obstante, la con-

sidera como la anulación de un ajuste ini-

cialmente practicado, anulación que se

produce como consecuencia del incumpli-

miento por parte del sujeto pasivo de la exi-

gencia de reinversión en el plazo legalmen-

te establecido. Dicha anulación no implica, a

su juicio, alterar la naturaleza del ajuste

extracontable inicialmente practicado, sino

simplemente dejar sin efecto el mismo,

computando una diferencia permanente de

signo contrario, esto es, positiva.
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Resolviendo la cuestión jurídica plante-

ada, este Tribunal Central comparte los

razonamientos expuestos por el Director

General de Tributos. En ningún caso, el

incumplimiento de la Reserva para Inver-

siones en Canarias dotada en 1996 tiene

naturaleza en 2000 de gasto contable (por

impuesto sobre sociedades de ejercicios

anteriores). Si así fuera, dicho gasto no

sería fiscalmente deducible, de acuerdo con

el artículo 14.1.b) de la LIS, y si se hubiese

contabilizado como tal, no bastaría, fiscal-

mente, con hacer un ajuste positivo, ya que

con ello se eliminaría el gasto, pero no se

habría integrado en la Base Imponible. Es

decir, si se incluyó en el Resultado contable,

habría que eliminarlo del mismo, y además

integrarlo en la Base Imponible, tal y como

declaró este Tribunal Central en Resolución

de 13-7-2006 (R.G. 3355/2003).

En definitiva, este Tribunal Central

debe declarar que el reintegro o regula-

rización voluntaria en un ejercicio de la

RIC  por falta de materialización consti-

tuye una diferencia permanente positi-

va. En consecuencia, se debe tener en

cuenta e incluir dicha variable en el sis-

tema de dos ecuaciones con dos incóg-

nitas expuesto, a efectos de calcular el

importe máximo de la RIC  a dotar en el

año en curso. Especificando la nueva mag-

nitud en la ecuación, obtenemos la siguien-

te versión completa y desarrollada del siste-

ma de ecuaciones:

RIC = 0,9 (RCAIS - IS - RCNR - RL)

IS = T (RCAIS +/- DP - RIC + Reintegro

RIC) - B – D

En consecuencia, al considerar el rein-

tegro por falta de materialización como una

diferencia permanente más (positiva), el

gasto por Impuesto sobre Sociedades

aumenta, con lo que el beneficio contable

disminuye, y al ser éste la base de cálculo

de la RIC, la dotación a la RIC igualmente

disminuye.

Finalmente, entendemos que ello no

supone ni una vulneración del artículo 27.2

de la Ley 19/1994, ni tampoco una infrac-

ción del principio de estanqueidad de los

periodos impositivos. El artículo 27.2 de la

Ley 19/1994 únicamente alude a la primera

de las ecuaciones reproducidas, la cual no

se ve afectada por la inclusión de la nueva

variable. Por otra parte, el principio de

estanqueidad de los periodos impositivos no

puede contemplarse como un principio

absoluto, que impida que los beneficios fis-

cales aplicados en ejercicios anteriores des-

plieguen efecto alguno en los posteriores”.

Rentas que dan derecho a dotar la RIC

y rentas excluidas

La imposibilidad de que aquellos resul-

tados que obtenga una empresa que no pro-

vengan del ejercicio de una actividad econó-

mica sean aptos para la dotación de la RIC

ha sido mantenido reiteradamente tanto por

el TEAR y TEAC como por el Tribunal

Superior de Justicia de Canarias.

El mismo criterio se reitera en la reso-

lución del TEAC de 24/07/2008 con R.G

2866/07, si bien la incluimos en el presen-

te resumen puesto que tiene la novedad de
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que la Inspección distinguió entre la acti-

vidad propia de la entidad, y la que le

corresponde por su participación al

50% en una UTE de la que formaba parte,

deslinde que la reclamante consideró, según

expone el TEAC en su resolución, erróneo y

artificioso.

El TEAC confirma el citado deslinde

toda vez que  la propia contabilidad de la

entidad en el ejercicio en cuestión permite

identificar con toda claridad cada uno de los

resultados obtenidos, el beneficio individual

y el resultado derivado de la UTE.

Dado que los resultados derivados de

la UTE son negativos, el TEAC analiza si los

beneficios obtenidos por la propia actividad

de la entidad proceden de la realización de

una verdadera actividad económica o no.

Dichos beneficios proceden de la venta de

un terreno y de la obtención de unos ingre-

sos financieros, de tal manera que siendo la

venta del terreno una operación aislada y

careciendo la entidad de personal propio,

local de gestión independiente y de inmovi-

lizado propio, se concluye que tales rendi-

mientos proceden de la mera titularizad de

bienes y no del ejercicio de una explotación

económica, por lo que no son aptos para

acogerse a la RIC.

Tal y como se expuso en los números 8

y 23 de la revista Hacienda Canaria, en esta

misma sección, el TEAR de Canarias desde

la Resolución de 24/09/2003 (35/2230/01),

ha venido entendiendo que son los miem-

bros de la UTE quienes debían dotar la RIC

en la contabilidad que necesariamente han

de integrar en la suya propia, por todas las

operaciones que realicen a través de la UTE.

Sin embargo, de la resolución del TEAC que

acabamos de analizar se concluye que no

necesariamente el hecho de que una enti-

dad participe en una UTE y pueda dotar RIC

por los beneficios que procedan de la

misma, supone que toda su actividad deba

ser calificada como procedente de una

explotación económica, sino que habrá que

analizar los requisitos de cada una de ellas

por separado, pudiendo ser apto para aco-

gerse a la RIC el beneficio obtenido por la

UTE e imputado a cada uno de sus miem-

bros, en la medida que proceda de una

explotación económica, y no serlo el benefi-

cio obtenido por la propia entidad con sus

medios propios y con independencia de su

pertenencia a la UTE.

Arrendamiento de inmuebles como

actividad económica

En el nº 23 de la revista, incluimos en

esta misma sección el cambio de criterio

operado en el TEAR de Canarias sobre si la

existencia de los requisitos establecidos en

el artículo 25.2 LIRPF para que la actividad

de arrendamiento de inmuebles tenga la

consideración de económica, ha de ser con-

siderada una presunción iuris tantum, que

admita prueba en contrario, o si ha de ser

considerada una presunción iuris et de iure

que no admite prueba en contrario.

Así decíamos que en las resoluciones

emitidas por el TEAR de Canarias con poste-

rioridad a la Resolución del TEAC de 8 de

noviembre de 2007 (RG 1180-06), ha veni-

do entendiendo y en seguimiento del crite-

rio en ella sustentada, que los requisitos del
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25.2 LIRPF constituyen un “criterio califi-

catorio de naturaleza objetiva”.

Sin embargo, hemos de hacer referen-

cia a una nueva resolución del Tribunal

Central de fecha 09/10/2008 (RG

1376/07) que profundiza y matiza más lo

relativo a dicha polémica reconociendo de

antemano que no es cuestión pacífica.

En primer lugar, en sus fundamentos

de derecho sexto y séptimo afirma que,

para evitar discusiones en torno a lo que

debe entenderse por “ordenación por cuen-

ta propia” y al objeto de calificar la actividad

de arrendamiento de inmuebles como

empresarial, la ley la objetiviza y establece

en el art. 40.Dos de la ley 18/1991 de IRPF

(ó art. 25.2 de la ley 40/98), los dos requi-

sitos de empleado a jornada completa y

local exclusivamente dedicado, denomina-

dos como organización o infraestructura

mínima. Ahora bien, al respecto realiza las

siguientes matizaciones:

• Que dicha objetivización tan sólo

opera en el caso de arrendamien-

to de inmuebles, ya sean viviendas

o locales comerciales, pero, por el

contrario, cuando además del local se

arrienda el negocio o industria en

él establecido, opera con toda ampli-

tud la definición del apartado uno

del citado artículo 40, habiéndose

de acreditar la existencia de una

ordenación por cuenta propia, con la

consiguiente asunción de riesgos, de

medios materiales y/o humanos  con

la finalidad de intervenir en la pro-

ducción de bienes o servicios.

• Sobre el carácter de la presunción

establecida en el 40.Dos de la ley

18/1991 afirma literalmente: “Si bien

no es cuestión pacífica, es criterio

reiterado de este Tribunal, como

también apuntó la Inspección de los

Tributos, que la concurrencia de

dichos requisitos no implica una

presunción “iuris et de iure”, sino

una presunción “iuris tantum”

del ejercicio de la referida activi-

dad; así, por  ejemplo, si no se da

una carga de trabajo necesaria y

suficiente para disponer de dichos

elementos (local y trabajador), su

concurrencia puede calificarse de

innecesaria para la obtención de los

ingresos”. No obstante, entiende que

en el caso analizado (arrendamiento

de 73 apartamentos, locales comer-

ciales y garajes), la Inspección de los

Tributos no ha obtenido pruebas sufi-

cientes para poder afirmar que tanto

el local como la persona empleada

constituían meros instrumentos diri-

gidos a crear la apariencia de una

organización mínima al servicio de

una actividad económica. Y sigue

afirmando que la prueba de que no

existe carga de trabajo necesaria y

suficiente para disponer de empleado

y local, “salvo en supuestos extremos

como podría ser el arrendamiento de

un único inmueble, requiere realizar

una labor valorativa con la consi-

guiente subjetividad que trae consi-

go, subjetividad de la que precisa-

mente pretende huir el legislador, al

establecer la presunción del 40.2

pero que en este caso no ha sido pro-
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bada de manera clara e inequívoca

por la Inspección de los Tributos”.

Sobre la misma cuestión se pronuncia

asimismo el TEAC en resolución de

25/09/2008 (RG 2863/07), si bien en

este caso, de manera congruente con lo que

acabamos de exponer,  entiende que la acti-

vidad consistente en alquilar dos viviendas y

dos garajes anexos no merece el calificativo

de económica, ya que a pesar de que la

entidad en cuestión tiene una organiza-

ción empresarial, la misma es dedicada

a la promoción y construcción, pero no

a la actividad de arrendamiento. Así se

afirma literalmente por el TEAC que “en el

presente caso no se acredita por el interesa-

do ni la existencia de local exclusivo desti-

nado a llevar la gestión de arrendamiento ni

la existencia de persona empleada con con-

trato laboral y a jornada completa dedicada

a la gestión de dicho arrendamiento”…”pese

a estar recogido en su objeto social la acti-

vidad de arrendamiento, el alquiler aislado

de un inmueble no constituye el ejercicio de

una explotación  económica, sino la obten-

ción de un rendimiento inmobiliario. Tal cri-

terio se ve avalado por la marginalidad de

esta función en la empresa derivada de la

cifra de negocios consignada en la

misma.”…”Se trata de una actividad esporá-

dica que no implica la existencia de una

explotación económica con una infraestruc-

tura básica, sin que el sujeto pasivo haya

acreditado la existencia de la misma. Es

cierto que tal organización empresarial exis-

te en la recurrente, pero existe para el desa-

rrollo de la actividad que le es propia, la pro-

moción y construcción, pero no para que el

arrendamiento que realiza sea calificable

como de actividad económica.”

En definitiva, según mi opinión, de los

fallos analizados se pueden desprender las

siguientes conclusiones sobre el cumpli-

miento de los requisitos del 25.2 LIRPF:

1. En principio, para la actividad de

arrendamiento de inmuebles (que

no de arrendamiento de negocio) la

ley exige que se cuente como míni-

mo con los requisitos de empleado y

local con dedicación exclusiva,

requisitos éstos que han de ser con-

siderados como estructura míni-

ma necesaria, o lo que es lo

mismo: si se carece de ellos no

podrá calificarse la actividad de

arrendamiento de inmuebles

como actividad económica sino

como generadora de rendimientos

de capital inmobiliario.

2. Si se cuenta con los requisitos míni-

mos de empleado y local, aún así

podrá ser negado el carácter empre-

sarial de dicha actividad cuando se

pruebe que los mismos constituyen

meros instrumentos dirigidos a

crear la apariencia de una orga-

nización mínima, pero que en rea-

lidad son innecesarios para la obten-

ción de los ingresos, o bien que no

se dedican a la actividad de

arrendamiento sino a otra de las

desarrolladas por la empresa. Esta

prueba requiere realizar una labor

valorativa y en muchos casos subje-

tiva, tal y como afirma literalmente
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el TEAC, “salvo supuestos extremos

como podría ser el arrendamiento

de un único inmueble”, en cuyo caso

parece claro que aún teniendo tales

requisitos de empleado y local no

serían necesarios.

Requisitos formales. Fusiones

Resolución de 11 de septiembre de

2008, nº 00/754/2006. Aborda principal-

mente dos cuestiones de carácter formal

relativas a los requisitos de la RIC en el caso

de fusión:

A). Dotación a la RIC realizada por la socie-

dad absorbida en el último periodo de su

existencia:

La Administración tributaria niega la

posibilidad de trasladar el ajuste extraconta-

ble negativo que figura en la autoliquidación

presentada por la entidad absorbida en con-

cepto de RIC por los beneficios obtenidos

por ésta entre 1 de enero y 31 de julio del

año de la fusión, porque la entidad absorbi-

da carece de personalidad jurídica desde 1

de agosto, fecha de la fusión, por lo que la

Inspección entendió que la Junta General

que debería haber acordado la dotación no

pudo hacerlo porque la entidad se extinguió

el 1 de agosto. 

Según se expone en el fallo que exami-

namos, es criterio del TEAC y de la

Audiencia Nacional, que las operaciones rea-

lizadas por la absorbida desde la fecha en

que se ha acordado la retroacción contable,

fiscalmente se imputan a la absorbida, que

mantiene su personalidad jurídica hasta la

fecha de inscripción de la escritura de

fusión. 

Por lo tanto, por lo que respecta a la

sociedad absorbida, se debieron aprobar las

cuentas y presentar la declaración por el

periodo que mediaba entre el 01-01-1997 y

la fecha de extinción de su personalidad

(31-07-1997) y, a juicio de este Tribunal,

nada impedía que en un caso de fusión

impropia como la que nos ocupa la

Junta General (compuesta por los

socios de la absorbente) aprobase las

cuentas de la absorbida y decidiere

dotar la RIC con cargo a los beneficios

de esta última subrogándose la absor-

bente en la posición de la absorbida a

los efectos de cumplir los requisitos

legalmente establecidos para disfrutar

de dicho beneficio fiscal tal y como dispo-

ne el artículo 104.1 LIS según el cual

“Cuando las operaciones mencionadas en el

artículo 97 determinen una sucesión a título

universal, se transmitirán a la entidad

adquirente los derechos y las obligaciones

tributarias de la entidad transmitente. La

entidad adquirente asumirá el cumplimiento

de los requisitos necesarios para continuar

en el goce de beneficios fiscales o consolidar

los disfrutados por la entidad transmitente”.

B. Requisitos contables necesarios para que

la absorbente asuma los derechos y obli-

gaciones derivados de la RIC dotada por

las entidades absorbidas.

Por lo que respecta al requisito de

mantenimiento de la Reserva (RIC) en el

Balance en casos de fusiones impropias

como la que nos ocupa, lo que se integra
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en el Balance de la sociedad absorben-

te (con cargo a la amortización de las accio-

nes de la absorbida que tiene la absorbente)

es el activo real y pasivo exigible de la

entidad que se extingue, y no sus cuen-

tas de capital y reservas, por lo que difí-

cilmente podrá aparecer en la absor-

bente la cuenta de “Reserva para

Inversiones en Canarias” dotada por la

absorbida. La diferencia entre el valor con-

table de los elementos adquiridos y el valor

de adquisición de las acciones de la entidad

absorbida irá a la cuenta “Reserva de

Fusión” tal y como se ha pronunciado la DGT

en Consulta V0058/1999 de 22-07/1999.

Dado que la cuenta de “Reserva para

Inversiones en Canarias” dotada por la

absorbida no va a figurar en el Balance de la

absorbente se hará necesario, como impres-

cindible instrumento de control de las obliga-

ciones de la sociedad absorbida asumidas

por la absorbente con motivo de la absor-

ción, esta última deberá hacer constar tales

obligaciones en la Memoria, tal y como

expresamente dispone el artículo 107.1.d)

LIS: “La entidad adquirente deberá incluir

en la Memoria anual la información que

seguidamente se cita (...) d) Relación de

beneficios fiscales disfrutados por la entidad

transmitente, respecto de los que la entidad

deba asumir el cumplimiento de determina-

dos requisitos de acuerdo con lo establecido

en los apartados 1 y 2 del artículo 104 de

esta Ley”.

La referencia en la Memoria a la que

se refiere el anteriormente trascrito artículo

107.1.d) LIS no puede considerarse como

un mero requisito formal sino como un

imprescindible instrumento del control

del cumplimiento de las obligaciones

asumidas y manifestación de la voluntad

de la Junta de accionistas de reconocer los

beneficios fiscales disfrutados por la socie-

dad absorbida y comprometerse al cumpli-

miento de los requisitos que, de no mediar

la absorción, debería cumplir la absorbida

por haber disfrutado de dichos beneficios.

Por lo tanto, en los casos de fusiones,

como el que se analiza, para que haya una

transmisión de los derechos y obligaciones

derivados de las  dotaciones a la RIC reali-

zadas por las sociedades absorbidas, no es

necesaria la incorporación en el balan-

ce de la absorbente de las cuentas de

reservas de RIC dotadas por las absor-

bidas, sin embargo es necesario e

imprescindible que se haga mención a

las mismas en la Memoria.

B) RÉGIMEN ESPECIAL DE BUQUES Y

EMPRESAS NAVIERAS

El Tribunal Económico Administrativo

Central en Resolución de 24/07/2008

dictada en el recurso de alzada extraor-

dinario para unificación de criterio con

nº 00/1384/2007 interpuesto por el

Director del Departamento de Gestión

Tributaria de la Agencia Tributaria contra

resolución estimatoria del TEAR de Ca-

narias, se ha pronunciado con carácter vin-

culante para la Administración sobre la

exención en IRPF del 50% de los rendimien-

tos del trabajo por aplicación de lo previsto

en los artículos 73.2 y 75 de la Ley 19/1994.

El origen del expediente fue una solici-

tud de devolución de ingresos indebidos por
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el IRPF, ejercicios 1998 a 2001 presentada

por un tripulante del buque hospital “...”

adscrito al Instituto Social de la Marina y

que fue denegada por la Dependencia de

Gestión Tributaria de la AEAT y posterior-

mente estimada por Resolución del TEAR de

Canarias.

Según se expone en el propio fallo del

Central, la resolución del TEAR recurrida se

fundamenta para estimar la pretensión del

recurrente en la Sentencia del Tribunal

Superior de Justicia de Canarias de fecha

12/05/2006, que se basa a su vez en otra

sentencia del mismo Tribunal de 2001 y que

reconocía el derecho a la exención para los

tripulantes del buque “... ” adscrito al

Servicio de Vigilancia Aduanera, y todo ello

por el principio de unidad de doctrina, a

pesar de que los razonamientos jurídicos

pudieran avalar otra conclusión.

El TEAC en su fundamento de derecho

quinto literalmente dice lo siguiente:

“hay que manifestar, en primer lugar,

que las sentencias de los Tribunales

Superiores de Justicia, si bien pueden ejer-

cer una función orientadora en cuanto a cri-

terios doctrinales, estas carecen de fuerza

vinculante para los Tribunales Económico-

Administrativos, por ello procede entrar a

conocer respecto del asunto objeto del pre-

sente recurso extraordinario de alzada para

unificación de criterio.

Que tal y como expone el Director

recurrente, de la normativa transcrita, y del

criterio del propio Tribunal Regional en

Resolución de ... de 2004, como de la

Dirección General de Tributos en diversas

consultas vinculantes, el beneficio regula-

do en el artículo 75 de la Ley 19/1994

no es aplicable a buques de titularidad

pública ya que éstos no son inscribibles

en el Registro Especial de Buques y

Empresas navieras. Además y, sólo por

excepción, puede admitirse su aplica-

ción a buques adscritos a los servicios

regulares entre las Islas Canarias y

entre éstas y el resto del territorio

nacional, como dispone el artículo 73.2,

“en tanto éstos no puedan inscribirse en el

Registro Especial”. Que el buque de titulari-

dad pública objeto de la presente reclama-

ción no está adscrito al servicio regular

entre las Islas Canarias y entre éstas y el

resto del territorio nacional. Según la nor-

mativa sectorial (Ley 48/2003 de Puertos

del Estado), el concepto de servicio regular

únicamente se puede definir con relación a

un contrato de transporte marítimo, ya

sea de pasajeros o de mercancías, caracte-

rística que no concurre en el buque “...”, por

lo que procede estimar el presente recurso,

unificando el criterio solicitado por el

Director recurrente.

Por lo expuesto, el TEAC acuerda esti-

mar el recurso y declara que, “en unifica-

ción de criterio, el beneficio fiscal regu-

lado en los artículos 73.2 y 75 de la Ley

19/1994, de 6 de julio, de Modificación

del Régimen Económico y Fiscal de

Canarias no es aplicable a los tripulan-

tes de embarcaciones de titularidad

pública ya que éstas no son inscribibles

en el Registro Especial de Buques y

Empresas Navieras, ni están adscritas a

los servicios regulares de navegación
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entre las Islas Canarias y entre éstas y

el resto del territorio nacional.”

II. TRIBUNAL ECONÓMICO ADMINIS-

TRATIVO REGIONAL DE CANARIAS

A) RESERVA PARA INVERSIONES EN

CANARIAS

Rentas que dan derecho a dotar la RIC

y rentas excluidas. Arrendamiento de

inmuebles a vinculados

En el número 23 de la revista, en esta

misma sección, incluimos dos resoluciones

del TEAR de Canarias, de 29 de febrero y 31

de marzo de 2008 respectivamente, que

abordaban de forma contradictoria entre sí

la posibilidad de que los ingresos proceden-

tes de arrendamientos a entidades o perso-

nas vinculadas pudieran ser aptos para aco-

gerse al beneficio de la Reserva para

Inversiones en Canarias.

Así mientras la resolución de 29 de

febrero de 2008 con nº 35/03434/2006

entendía que de la expresión “podrán disfru-

tar del régimen de la RIC” que se contiene

en el apartado 5 del artículo 27 puede tam-

bién razonablemente pensarse que el pre-

cepto afecta no sólo a la materialización y

entrada en funcionamiento de la inversión,

sino también a la dotación de la RIC y que

por tanto los beneficios provenientes del

arrendamiento de inmuebles, al existir vin-

culación con el arrendatario, no eran aptos

para acogerse a la RIC, la resolución  de 31

de marzo de 2008 con nº 35/03917/2006,

interpretaba lo contrario concluyendo que

“no existiendo en el apartado 5, ningún otro

texto más que el trascrito, que se refiere

únicamente al requisito de mantenimiento

de la inversión, sin más , procede, en con-

secuencia, estimar las pretensiones de la

entidad en este punto”. Esto es, entendía

que la limitación establecida en el 27.5 refe-

rida al arrendamiento entre vinculados úni-

camente operaba en el aspecto de la mate-

rialización de la RIC pero no en el de la

dotación o beneficios aptos para acogerse a

ella.

Pues bien, en resolución de 29 de

septiembre de 2008 (nº 35/03687/2007

y acumulada 35/03688/2007) el TEAR

confirma el criterio sostenido en la primera

de las resoluciones comentadas anterior-

mente, esto es, la de 29 de febrero de 2008,

en el sentido de interpretar que la limitación

establecida en el apartado 5 del artículo 27

de la ley 19/1994 con respecto al arrenda-

miento a entidades o personas vinculadas

no sólo afecta a la materialización de la RIC

sino también a la dotación de la misma,

concluyendo por tanto, que los ingresos

que procedan de arrendamiento a vin-

culados, no son aptos para acogerse al

citado beneficio fiscal.

Así se afirma literalmente en su funda-

mento de derecho cuarto lo siguiente:

“En cualquier caso la existencia de vin-

culación en los términos del artículo 16.2 i)

de la Ley 43/1995 entre las mercantiles C.

SL y P. T. SL, determinaría con arreglo al

apartado cinco del artículo 27 de la Ley

19/1994, la inaplicabilidad del incentivo fis-

cal a los ingresos concertados en contratos

de arrendamiento de 1 de enero de 1999 y
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de 1 de enero de 2003, ya que el último

párrafo del apartado cinco del artículo

27 de la Ley19/1994 cataloga como

incompatibles los ingresos generados

en arrendamientos en virtud de opera-

ciones vinculadas y el “ régimen de la

Reserva para Inversiones”, incompati-

bilidad que ha de extenderse a la dota-

ción, ya que si el incentivo fiscal pretende

eximir de tributación a beneficios que en

principio soportarían la carga fiscal, carece-

ría de justificación que unos ingresos que

han constituido gasto para el partícipe

común de las entidades disfrutasen adicio-

nalmente de la posibilidad de reducir la base

imponible ya que se estaría disfrutando de

una doble exención ( del mismo modo que

si no se declarase incompatible la compen-

sación de bases imponibles negativas con la

dotación de la RIC ).

Según lo expuesto, de las tres ocasio-

nes que conocemos de momento en las que

se ha pronunciado el TEAR sobre el asunto

en cuestión, en dos de ellas ha entendido

que la limitación del 27.5 referida al arren-

damiento entre personas o entidades vincu-

ladas afecta tanto a la materialización como

a la dotación y sólo en una de ellas mantie-

ne que la citada limitación opera sólo en el

aspecto de la materialización y no de la

dotación.

La RIC en los pagos fraccionados

El TEAR de Canarias en resoluciones

con nº 35/03297/2008,  35/01247/ 2008

y 35/02929/2008 de 29 de septiembre,

así como 35/44/2008, 35/3047/2008

de 31 de octubre y 35/957/2008 y

35/3126/2008 de 28 de noviembre,  ha

entendido correcta la regularización practi-

cada por la Unidad de Grandes Empresas

de la Agencia Tributaria en relación a los

pagos fraccionados del Impuesto sobre

Sociedades y la definitiva dotación a la RIC

que hubiera realizado la entidad en cues-

tión. Asimismo, en los casos en los que la

Administración ha entendido sancionable la

conducta, el Tribunal ha confirmado la san-

ción impuesta.

En concreto las liquidaciones provisio-

nales practicadas lo fueron por no haber

regularizado voluntariamente los pagos

fraccionados del Impuesto sobre Socie-

dades del ejercicio 2006, en los casos a los

que se refiere la DA 6ª del TR 4/2004, esto

es, aquéllos en los que la dotación definiti-

va de la RIC, se desvíe en más de 20 pun-

tos porcentuales respecto a las previsiones

iniciales.

Las alegaciones presentadas por las

entidades regularizadas aducían en primer

lugar que era incorrecto exigir la cuota de

los pagos fraccionados, una vez presentada

la declaración anual del impuesto y por

tanto cumplida la obligación tributaria prin-

cipal, y en segundo lugar que era improce-

dente exigir intereses de demora más allá

de la fecha de la presentación de la declara-

ción anual del impuesto. En cuanto a la san-

ción impuesta, se alegaba asimismo, inter-

pretación razonable de la norma.

El TEAR desestima las alegaciones pre-

sentadas por las entidades recurrentes

entendiendo correctas las liquidaciones

practicadas con los siguientes argumentos:
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• En cuanto a la exigencia de la cuota

por pagos fraccionados: “La obliga-

ción de realizar pagos fraccionados

con anterioridad al momento en que

resulte exigible la obligación tributa-

ria principal aparece configurada en

el art. 37 de la Ley 58/2003 así como

en el art. 23 del mismo texto como

una obligación autónoma. En este

sentido y en aplicación tanto del art.

45 como de la disposición adicional

sexta del TR 4/2004 la reclamante

debió proceder a la regularización del

pago fraccionado previamente ingre-

sado desde que se tuvo conocimien-

to de la imposibilidad de dotar el

incentivo fiscal por la cuantía inicial-

mente prevista. La ausencia de

regularización voluntaria deter-

minó la necesidad de que la pro-

pia Administración practicase

una liquidación provisional para

suplir la inactividad del obligado

tributario.”…” Las obligaciones

tributarias han de cumplirse en

el momento temporal oportu-

no…”…”La ausencia de cumplimiento

espontáneo determinó que no se

ingresase en el momento apropiado

determinada cuantía en la Hacienda

Pública con el consiguiente perjuicio

económico, que ha de ser compensa-

do con la liquidación de los pertinen-

tes intereses de demora sin perjuicio

de las posibles responsabilidades por

la comisión de posibles infracciones.”

Todo ello sin perjuicio de que, una

vez practicada la liquidación provisio-

nal por la Administración conteniendo

las cuotas por los pagos fraccionados

debidos, se presente solicitud de

rectificación de la autoliquidación

de la declaración anual del impuesto

por parte de la entidad obligada tribu-

taria, con solicitud de devolución de

los ingresos indebidos que en su caso

proceda.

• En cuanto a la fecha límite del cálcu-

lo de los intereses de demora,

entiende el Tribunal que han de cal-

cularse hasta la fecha de práctica

de la liquidación provisional por la

Administración, según establece el

art. 26.5 de la ley 58/2003 y no

hasta la fecha de presentación de la

declaración anual, como pretenden

los interesados, pues ello supondría

una compensación implícita entre los

intereses de demora correspondien-

tes a las cantidades que resultaran a

devolver de la declaración anual con

los intereses de la deuda regulariza-

da por la Administración, compensa-

ción esta que sería improcedente por

corresponder a procedimientos dis-

tintos e independientes.

• Por último, el TEAR confirma la san-

cionabilidad de la conducta, dado que

los términos literales de la DA 6ª del

TR 4/2004 son claros y precisos, no

admitiendo otra interpretación que no

sea la que se deriva de su literalidad,

imponiendo la obligación de regulari-

zación ante la existencia de determi-

nada desviación entre las previsiones

y lo efectivamente realizado.
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I. IMPUESTO GENERAL INDIRECTO

CANARIO

A) Operaciones exentas

La condición de entidad privada de

carácter social, a los efectos de considerar

exenta del impuesto la prestación de los

servicios previstos en el artículo 10.1.14 de

la Ley 20/1991, no puede negarse por el

hecho de que se constituya como sociedad

mercantil. Deberá de examinarse la reali-

dad de los servicios que presta y la estruc-

tura de su organización. De manera que si

en los estatutos sociales se limita el lucro a

obtener  a la cantidad de una peseta, debe

considerarse que se trata de una entidad

sin ánimo de lucro (Tribunal Supremo,

st.17.10.2008).

II. INCENTIVOS FISCALES CONTENI-

DOS EN LA LEY 19/1994, DE 6 DE

JULIO, DE MODIFICACIÓN DEL

RÉGIMEN ECONÓMICO FISCAL DE

CANARIAS

El Tribunal estima la demanda inter-

puesta por la Administración de la Comu-

nidad Autónoma de Canarias, contra la reso-

lución del TEAR por la que se anuló una

liquidación por el impuesto de transmisiones

patrimoniales por la adquisición de un bien,

operación que el contribuyente había decla-

rado como exenta del impuesto, acogiéndo-

se al beneficio del artículo 25 de la Ley

19/1994. El Tribunal Administrativo había

considerado que correspondía a la Admi-

nistración Tributaria requerir al interesado

para que acreditara que el local estaba afec-

to a la actividad empresarial, y que de la

información recabada no se deducía lo con-

trario. En cambio, la Sala entiende que la

carga de la prueba de que concurren los

requisitos para disfrutar de la exención

corresponde al sujeto pasivo, según se des-

prende del artículo 114 LGT. Asimismo, afir-

ma que en el expediente administrativo se

practicó prueba concluyente relativa a la

falta de actividad empresarial de la socie-

dad, de la que se deduce que el bien adqui-

rido no fue puesto en funcionamiento como

medio de explotación. (TSJC, Sala de Santa

Cruz de Tenerife, st. 30.9.2008).

Los beneficios contemplados en los

artículos 26 y 27 de la Ley 19/1994, de 6 de
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julio, son compatibles entre sí. Primero

habrá de procederse a liquidar el impuesto

excluyendo los rendimientos con los que se

dota la Reserva para Inversiones. La bonifi-

cación del artículo 26 se realizará exclusiva-

mente respecto de la parte de la cuota

resultante que deba ser imputada a las acti-

vidades beneficiadas con el incentivo fiscal

(TSJC, Sala de Santa Cruz de Tenerife, st.

23.10.08, es firme).

La declaración extemporánea del Im-

puesto de Sociedades no impide acogerse a

los beneficios de la Reserva de Inversiones.

Pero el sujeto pasivo deberá acreditar, a tra-

vés de los medios de prueba admitidos en

derecho, que la reserva se dotó en los balan-

ces del ejercicio correspondiente a la liquida-

ción. En el caso que se examina se pretende

acreditar este extremo aportando el acta de

la junta general de accionistas, la cual no fue

presentada ante el Registro Mercantil sino

transcurrido mucho tiempo, con infracción de

lo dispuesto en la Ley de Sociedades Anó-

nimas. El Tribunal considera que la dotación

debe entenderse efectuada en el  momento

de la presentación del acta ante el Registro

Mercantil, y siendo la dotación posterior a la

declaración del impuesto no puede tenerse

en cuenta. (TSJC, Sala de Santa Cruz de

Tenerife, st. 6.10.2008, es firme).

El derecho al beneficio de la Reserva de

Inversiones nace cuando se procede a la

dotación de la reserva dentro de la contabi-

lidad de la empresa. De ello se desprende

que la dotación debe realizarse antes de

presentar la autoliquidación del impuesto

correspondiente (TSJC, Sala de Santa Cruz

de Tenerife, st. 18.11.2008, es firme).

El Tribunal estima en parte la demanda

y declara que procede aplicar los beneficios

previstos en el artículo 25 de la Ley 19/1994

respecto de uno de los garajes adquiridos

por el sujeto pasivo como bien de inversión,

puesto que en relación al mismo si se

entiende acreditada la puesta en funciona-

miento con carácter inmediato mediante su

arrendamiento. En cambio, no se acredita

esta circunstancia en el arrendamiento del

otro, que no se efectuó hasta un año y

medio después de la adquisición, sin que se

hubiera practicado prueba por la demandan-

te atinente a las gestiones efectuadas para

arrendarlo durante ese período de tiempo

(TSJC, Sala de Santa Cruz de Tenerife, st.

4.12.2008, es firme).

Los ingresos extraordinarios obteni-

dos por la venta de terrenos no pueden

tenerse en cuenta a efectos de dotar la

Reserva para Inversiones en Canarias

cuando no se acredita que tienen relación

con la actividad empresarial desarrollada

por el sujeto pasivo. Tampoco se considera

correctamente materializada parte de la

reserva mediante la adquisición de locales

para destinarlos a arrendamiento cuando

no se ha acreditado que el sujeto pasivo

dispusiera de un local exclusivamente dedi-

cado al arrendamiento y de un empleado

contratado a tal fin (Audiencia Nacional,

sección 7ª, st. 29.9.2008).

Para tener derecho a la bonificación

de la cuota del Impuesto de Sociedades

prevista en la disposición adicional 5ª de la

Ley 19/1994, es necesario, entre otros

requisitos, que el promedio de personas en
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plantilla cada año, durante los ejercicios a

los que se refiere la norma, no sea inferior

a tres ni superior a veinte. Este requisito

debe cumplirse año por año. Una vez

determinado que la sociedad no tiene dere-

cho a la citada bonificación, no puede aco-

gerse la pretensión de que le sea aplicado

el beneficio de la Reserva para Inversiones

en Canarias. Si bien la Junta acordó, para

el caso de que no fuera aplicable la bonifi-

cación prevista en la disposición adicional

quinta, que las reserva voluntarias dotadas

con los correspondientes beneficios se des-

tinasen a dotar la Reserva para Inversiones

en Canarias, no puede entenderse cumpli-

do el requisito de la dotación de la reserva.

La ley exige que la dotación se haga efec-

tiva en la contabilidad del ejercicio en el

que se generaron los rendimientos, y lo

cierto es que en la misma- que no fue lega-

lizada- se dotaron únicamente reservas

voluntarias (Audiencia Nacional, Sección

7ª, st. 27.10.2008).

El plazo máximo para la entrada en

funcionamiento efectivo de los activos en

que se materializa la RIC es con carácter

general el de tres años, previsto en el artí-

culo 27.4. No basta simplemente con la

adquisición del activo de que se trate, sino -

salvando supuestos de especial compleji-

dad- comprende también la puesta en fun-

cionamiento del producto final o actividad a

la que se orientó la inversión. El Tribunal

aprecia que se cumple el requisito temporal

mediante la adquisición dentro de dicho

plazo de participaciones de una sociedad

que proyectaba la construcción de un com-

plejo hotelero, aún cuando éste no entre en

funcionamiento dentro del plazo por la com-

plejidad intrínseca del proyecto (Audiencia

Nacional, Sección 7ª, st. 17.11.2008).
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